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EL CAMINO AL 16 DE FEBRERO


			DOS AÑOS ANTES


			Penúltimo sábado del año 1933. El salón de sesiones del Parlamento estaba a rebosar; la expectación era enorme. Ese día se presentaba un nuevo Gobierno de centro-derecha presidido por Alejandro Lerroux. Su partido, el Radical, tenía el grupo parlamentario más numeroso de todos los que se declaraban republicanos, aunque no alcanzaba la mayoría por sí solo. Necesitaba el beneplácito de una nueva organización que había conquistado un cuarto de los escaños, la CEDA, el nuevo partido de la derecha católica. 

			Justo un mes antes, el 19 de noviembre, se habían celebrado en España las primeras elecciones generales desde que se aprobara la nueva Constitución republicana. En esos dos años previos, de 1931 a 1933, había gobernado una coalición de las izquierdas republicanas y el Partido Socialista. Su política se había centrado en cumplir lo que llamaban, con indisimulada satisfacción, la «revolución republicana», que trascendía un mero programa de reformas. Para ellos se trataba de una obra necesaria en su lucha contra los «antiestados», es decir, la Iglesia, el Ejército y la Monarquía, a los que acusaban de haber secuestrado el Estado en su beneficio. Enfrente, la mayoría de sus opositores se había organizado para defender sus derechos, pasando de recibir a la República con desconfianza y preocupación a protestar y movilizarse para derrotar las políticas de exclusión de las izquierdas a través de las urnas. 

			De este modo, las elecciones de noviembre de 1933 habían servido para arbitrar algo más que una alternancia en el Gobierno. La pugna había sido más profunda: una suerte de plebiscito sobre la Constitución misma y el modo en que las izquierdas la habían aplicado. Por eso, cuando se formó el nuevo Parlamento y se eligió un Gobierno de centro-derecha, nadie se podía llamar a engaño: empezaba una etapa radicalmente nueva en la corta vida de la Segunda República. Esta se prolongó hasta los primeros días de enero de 1936, cuando el presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, disolvió nuevamente las Cortes. 

			De un lado, los republicanos de Lerroux creyeron que había llegado su oportunidad de «centrar» la República. Querían demostrar que se podía gobernar de otra forma. Estaban muy lejos del radicalismo doctrinal de otros líderes republicanos de izquierdas, como Manuel Azaña, Álvaro de Albornoz o Marcelino Domingo. La controversia con estos afectaba a aspectos sustanciales: la libertad de enseñanza, la propiedad de la tierra, la libertad de contratación y fijación de salarios, las relaciones Iglesia-Estado, el papel de los sindicatos y mucho más. Si los ganadores aspiraban a modificar radicalmente las políticas del primer bienio, los perdedores consideraban que la más mínima reforma, por no hablar del simple hecho de que la derecha católica pudiera entrar en el Gobierno, eran una amenaza para la supervivencia del régimen. Por eso, nada de lo que se pueda afirmar sobre ese segundo bienio, y, por extensión, de la posterior campaña electoral de febrero de 1936, es comprensible sin una referencia a la fractura sistémica que presidía la política republicana desde su misma fundación, cuando las izquierdas habían decidido trasladar su «revolución republicana» a la Constitución e identificar democracia con sus políticas y su Gobierno. 

			En una denominación propagandística que hizo fortuna durante un tiempo, al período transcurrido entre diciembre de 1933 y enero de 1936 se le llamó «bienio negro». Visto en perspectiva, sin embargo, resultó un tiempo colorido, complejo y apasionante, que solo se entiende haciendo una distinción precisa entre el traje ideológico con el que las izquierdas vistieron su opción de combate contra los radicales y la CEDA y lo que realmente ocurrió. Porque, de lo contrario, las elecciones generales de febrero de 1936 también son ininteligibles. 

			Desde diciembre de 1933 hasta octubre de 1934, la política de los distintos gabinetes del Partido Radical se atuvo, en general, a tres supuestos: cambiar parcialmente el rumbo del régimen dentro de lo que permitiera la Constitución, mantener el apoyo imprescindible de la CEDA y contrarrestar el desafío revolucionario y la violencia política. La moderación y el pragmatismo presidieron la rectificación de las normas del primer bienio. Esto no fue una política antirrepublicana, como denunció la oposición, porque la CEDA, como explicó Gil-Robles en la sesión parlamentaria del 19 de diciembre de 1933, no condicionó su apoyo a los radicales a la aprobación de una reforma constitucional inmediata. Ellos habían ido a «conquistar la opinión pública» para ganar las elecciones y, una vez ganadas, esperaban una rectificación de la legislación anterior. Su grupo se conformaba con un programa de mínimos porque, para él, el voto de los españoles no había sido contra la República, sino contra la «política de las Constituyentes». El tiempo de que ellos pudieran gobernar llegaría, pero más adelante [1]. 

			Hasta octubre de 1934 los gobiernos radicales adoptaron decisiones de diferente calado que pudieron ser inaceptables para los que habían diseñado y gobernado en los años previos, pero que no pusieron en peligro la República, si la entendemos como una forma de gobierno y un régimen de libertades ajeno a un programa de partido. Se intentó modificar el rumbo de las relaciones Iglesia-Estado, iniciando conversaciones con el Vaticano para aprobar un modus vivendi, y aprobando en las Cortes una política de haberes para el clero que vivía en poblaciones pequeñas y carecía de ingresos. Y mayor alcance tuvo la decisión de paralizar una de las medidas más polémicas del bienio anterior: la disposición transitoria de la Ley de Confesiones y Congregaciones Religiosas del año 1933, en virtud de la cual debía sustituirse de inmediato la enseñanza primaria impartida en centros sostenidos por las órdenes religiosas. La abrogación de esta ley había sido una reivindicación central de los católicos y una exigencia de la CEDA para apoyar al nuevo Gobierno. Para las izquierdas, por el contrario, era la culminación lógica del laicismo constitucional, que debía conllevar una alteración radical del mapa educativo español, en el que no había sitio para los centros católicos. 

			Con todo, la actividad normativa de los gobiernos radicales que más irritó a los fundadores de la República se refirió a dos cuestiones: de un lado, una amnistía aprobada en mayo de 1934, que beneficiaba a los implicados en la «Sanjurjada», el pronunciamiento militar fracasado de agosto de 1932, a los anarquistas que se habían levantado en armas tres veces durante el primer bienio y a los políticos y altos cargos de la Dictadura de Primo de Rivera y del Gobierno Berenguer. El asunto provocó no pocos problemas con el presidente de la República y tensiones dentro del Partido Radical. De otro lado, las medidas que limitaban, pero no destruían, el alcance de las políticas laborales llevadas a cabo por los socialistas durante los meses en que su líder, Francisco Largo Caballero, había sido ministro de Trabajo con Azaña, básicamente en el asunto de la ley de Términos Municipales, en virtud de la cual los patronos se veían obligados a contratar a obreros dentro del municipio donde desarrollaban su actividad.

			En materia de reforma agraria se tomaron algunas decisiones que favorecían los intereses de los propietarios de tierras, como una mayor facilidad para desahuciar a los arrendatarios insolventes. Pero el programa de expropiación de tierras previsto por los Gobiernos de Azaña no se canceló, y durante buena parte de 1934 se asentó a más campesinos que en todo el periodo anterior. Del mismo modo, en el ámbito educativo, el presupuesto del Departamento de Instrucción Pública aumentó y el programa de construcción de escuelas públicas no solo siguió vigente, sino que se aceleró, creciendo también el número total de maestros de primaria. Finalmente, en cuanto a la cuestión religiosa, tan importante para los fundadores del régimen, los católicos recuperaron presencia en los espacios públicos y se sintieron menos atacados por las nuevas autoridades. Ahora bien, los cementerios locales siguieron siendo laicos, la enseñanza religiosa continuó fuera de las escuelas públicas, no hubo presupuesto público general para pagar los gastos de la Iglesia y los católicos tuvieron que seguir lidiando con las normativas que les impedían, por ejemplo, celebrar un acto público de culto sin autorización gubernativa previa [2].

			Así, a finales del verano de 1934, la colaboración radical-cedista no había dado lugar a la anulación de los principales aspectos que identificaba la República con la política de las izquierdas. Sin embargo, por limitadas que fueran, todas las medidas aprobadas por los gobiernos radicales exasperaron a la opinión de izquierdas y fueron puestas como ejemplos de la destrucción de la República de 1931. La descalificación fue ajena a todo realismo y estuvo basada en un partidismo extremo. No en vano, la radicalización ideológica del Partido Socialista había empezado antes de las elecciones de 1933 y se acentuó durante toda la primera mitad de 1934. El lenguaje insurreccional arrinconó progresivamente a un discurso sindical antaño más pragmático y corporativo. Un sector creciente de los socialistas no ocultaba que se estaban preparando para responder con las armas ante la probable llegada de la derecha al poder. En agosto de 1934, sin que mediara ningún motivo especial, medios socialistas como Renovación llamaban ya directamente a la «insurrección armada por la conquista del poder» y ponían en tela de juicio cualquier comportamiento de reformismo sindical [3].

			A la altura de septiembre de 1934, no había un riesgo objetivo de destrucción de la República a manos de una derecha autoritaria; algo, por lo demás, que no era desconocido ni negado por algunos altos dirigentes del sindicato y el partido socialistas. El Ejército, como se había demostrado durante la «Sanjurjada», no estaba unido en un afán compartido de violencia antirrepublicana, y en la CEDA predominaba el sector moderado, pragmático y posibilista liderado por José María Gil-Robles. Anhelaban un sistema político más favorable para los católicos, querían un modelo corporativo para las relaciones laborales, hablaban de reforzar el poder ejecutivo frente a la inestabilidad y la parálisis parlamentaria, y eran radicalmente antimarxistas y enemigos de la visión liberal clásica de la primacía indiscutible de los derechos individuales. Pero no eran partidarios de un régimen político que anulara las libertades de expresión, reunión y manifestación; y ni siquiera querían suprimir el Parlamento. A la altura de mediados de 1934, lo que estaba en juego no era si la CEDA entraba en el Gobierno para tomar el poder e imponer una dictadura; la disyuntiva era si este grupo resultaba atraído al Gobierno en coalición con los radicales y los agrarios, y eso permitía una rectificación de la política del primer bienio, hasta dar paso, pero no antes de 1936, a una reforma constitucional. Que los cedistas hicieran grandes concentraciones de masas o que se confesaran aterrados por la expansión del sindicalismo socialista, no oculta que Gil-Robles apoyó los Gobiernos de Lerroux recordando públicamente, una y otra vez, que cuando llegara el momento de la reforma constitucional, ellos lo harían conquistando la opinión pública y ratificándolo en las urnas [4]. 

			Pero los socialistas, sin embargo, habían asimilado fascismo a vaticanismo, y en ese sentido daba igual si tradicionalismo católico y conservadurismo corporativo tenían mucho o poco que ver con fascismo. Por eso cuando, en octubre de 1934, tres ministros de la CEDA entraron en un nuevo Gobierno de Lerroux, aquellos cumplieron su amenaza y desencadenaron una insurrección que en algunos lugares del país llegó a ser muy violenta y se cobró la vida de más de un millar de personas. 

			Que los socialistas se comportaran así no debía de haber extrañado a nadie, puesto que eso era lo coherente con su discurso y su práctica durante los meses previos. Ahora bien, lo relevante para el futuro de la República, y para entender la lógica de la enorme polarización ideológica en las elecciones de febrero de 1936, es el hecho de que las izquierdas republicanas no condenaran rotundamente esa insurrección, escudándose en que Lerroux había permitido la llegada de los enemigos de la República al Gobierno [5]. Esa decisión dotó la acción de los socialistas de un respaldo moral que fue fundamental a medio plazo y sirvió para deslegitimar ante el electorado de centro-izquierda la opción que habían planteado los lerrouxistas: centrar la República y atraer a una parte de la derecha católica al sistema, sentando las bases para una posterior revisión de la República de 1931.

			Después de octubre de 1934, el régimen parlamentario, aun sin los socialistas en la Cámara, siguió su curso y no hubo suspensión indefinida de los derechos constitucionales. Nadie aprovechó para fundar un régimen autoritario. Aunque recibió críticas afiladas de la derecha monárquica, la CEDA mantuvo su coalición parlamentaria con los republicanos radicales, a la espera de que el presidente de la República les llamara para formar Gobierno. Eso sí, los socialistas pagaron un alto precio por su actividad insurreccional, viendo interrumpida su vida organizativa, aun cuando tampoco pasaron de forma global a la situación de una organización ilegalizada. Y, por otro lado, la insurrección de octubre provocó un aumento de la intervención gubernativa en los ayuntamientos, pero no más elevada que en el periodo anterior. Con todo, incluso en esas circunstancias, los gobiernos del año 1935 no introdujeron cambios profundos en parcelas tan sensibles como la educación o las relaciones Iglesia-Estado. No hubo, de hecho, una modificación total de la política del primer bienio, aunque sí cambios importantes en ámbitos como la reforma agraria o la política militar. La vigencia de la Constitución suponía un límite infranqueable. Pero también influyó la discontinuidad de los gobiernos y el hecho de que el difícil equilibrio entre la CEDA y el Partido Radical no se rompiera en todos esos meses a favor de la primera, ni siquiera cuando el partido de Gil-Robles consiguió hacerse con cinco ministerios en mayo de 1935. 

			Incluso el que había sido gran caballo de batalla de las derechas durante la legislatura anterior, la reforma de la Constitución, finalmente no tuvo recorrido. El propio presidente de la República, Alcalá-Zamora, fue uno de sus promotores intelectuales. Buena parte de los republicanos radicales creían, también, que eran oportunos cambios en el articulado de la Constitución. Y hubo una comisión parlamentaria y un proyecto más o menos depurado de reforma que, de haber seguido adelante, podrían haber significado un punto de coincidencia entre los republicanos radicales y los cedistas para promover un cambio parcial de la Constitución. Pero nada de eso pasó de una primera fase de negociación parlamentaria, en parte porque nadie quería hablar de reforma constitucional antes de que llegara diciembre de 1935, cuando se cumplían cuatro años de la aprobación de la Carta Magna y el procedimiento de reforma permitía iniciarla con una mayoría absoluta y no, como hasta entonces, con una reforzada de dos tercios.

			En términos generales se puede decir que lo sustancial del balance de la política del año 1935 no tiene tanto que ver con lo que realmente aprobaron las Cortes como con el impacto político que tuvo la insurrección de 1934. Para las derechas, incluyendo buena parte de los cedistas, la violencia socialista confirmaba su idea de que la República, en tanto que régimen de y para las izquierdas, podía ser una puerta abierta al marxismo y a la destrucción del orden social y la libertad. Sin embargo, para las izquierdas republicanas y los socialistas, «Octubre» no fue tratado como un fracaso o un error que mereciera una rectificación, al menos no en público. Pensaron que esa acción no había sido en vano; la defendieron y reivindicaron como un acto de legítima defensa. De este modo, durante 1935 no hubo ninguna aproximación entre derechas e izquierdas para encontrar puntos de encuentro en zonas de moderación que contribuyeran a consolidar la República. Gracias a «Octubre», la distancia ideológica que les separaba no hizo sino agrandarse todavía más. Unos para confirmarse en que el orden y la propiedad estaban en peligro si volvían las izquierdas al poder; otros para unirse en torno a la bandera de la amnistía, es decir, la defensa abierta y clara de la acción revolucionaria y de sus protagonistas. Sin duda, tuvo razón el socialista Indalecio Prieto cuando, ya en el exilio, aseguró que aquella revolución solo había servido para «hacer más profundo el abismo político que dividía a España» [6]. 

			Por si la contraposición radical en los grandes debates planteados por las Cortes Constituyentes en 1931 —la cuestión religiosa, la educación, las relaciones laborales…—, y prolongada hasta las elecciones de noviembre de 1933, no hubiera sido suficiente, la revolución de octubre envenenó la vida política y añadió una dosis de incertidumbre todavía mayor sobre la viabilidad del régimen. Justo todo lo contrario de lo que una democracia incipiente necesitaba para consolidarse. Y en esas circunstancias, que no podían ser peores, fue cuando el presidente de la República decidió que el Partido Radical había agotado sus opciones de gobierno y que no era menester encargar la presidencia del Consejo a la CEDA. Intentaría, por el contrario, formar un Gobierno extraparlamentario, pero no pasaría ni un mes sin que tuviera que convocar precipitadamente nuevas elecciones.

			LA ÚLTIMA CRISIS


			El inicio de diciembre de 1935 no fue como los integrantes de la coalición del centro y la derecha habían imaginado. El Gobierno estaba entonces en manos de Joaquín Chapaprieta, un político con un perfil tecnocrático y ajeno a la CEDA y al Partido Radical. Ambas fuerzas habían sostenido el Ejecutivo en los últimos meses, durante los cuales se registraron momentos difíciles con motivo de la tramitación parlamentaria de los casos de corrupción del Partido Radical. A punto de terminar el año, cabía esperar que se aprobaran las reformas fiscales propuestas por Chapaprieta, pese a las diferencias de criterio entre este y un sector de la CEDA. Por otro lado, a nadie se le ocultaba que ese Ejecutivo tenía un carácter transitorio. Gil-Robles esperaba que pronto podría constituir un Gobierno liderado por su grupo, el más numeroso de la Cámara, que culminara la prometida reforma de la Constitución, especialmente en aquellos aspectos que más habían enfurecido a los católicos. De hecho, una comisión parlamentaria al efecto tenía en sus manos un proyecto de reforma constitucional, inicialmente auspiciado por el propio presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora [7]. Para la CEDA era un plan óptimo: hacerse por fin con el Gobierno, después de dos años de «sacrificios», consolidar las medidas que sus ministros ya habían puesto en marcha —especialmente, el programa de obras públicas—, promover la reforma constitucional y disolver, acto continuo, la Cámara. De este modo, en el plazo aproximado de un año, la CEDA podría presentarse ante la opinión como el partido que había frenado la revolución republicana desde la legalidad y con perspectivas electorales halagüeñas.

			Sin embargo, las primeras noticias de diciembre no apuntaban en esa dirección. El miércoles 4 la prensa se hacía eco de las crecientes dificultades con que se topaban los proyectos económicos de Chapaprieta, en un Parlamento cada día más vacío por el absentismo de los diputados lerrouxistas. «Está cantada y próxima la crisis», afirmaba un editorial conservador [8]. Al día siguiente se hacía público el dictamen de la comisión parlamentaria que había estado estudiando el último caso de corrupción, conocido como «caso Nombela». En el mismo se detallaban algunas responsabilidades políticas que arrojaban sospechas sobre la honestidad de Alejandro Lerroux mientras este había sido presidente del Consejo. Tenía que ver con una propuesta irregular de pago a un naviero, a modo de indemnización pública, al cancelarse un contrato de transporte marítimo, ordenada por Guillermo Moreno Calvo, el subsecretario de la Presidencia, tras una sentencia favorable del Tribunal Supremo. Un funcionario apellidado Nombela, al que se había ordenado el pago y quien se había negado a realizarlo, había sido destituido y contraatacó denunciándolo públicamente. Era un asunto de poca entidad y sus consecuencias habrían sido pequeñas de no haberse producido en un momento en el que los radicales andaban desmoralizados y su propio jefe se mostraba huidizo y cansado. A decir de Gil-Robles, Chapaprieta, que estaba empeñado en aprobar sus reformas tributarias sin apenas concesiones a la CEDA, aprovechó el temporal para dar por concluido su gobierno en un momento en el que podía mostrarse como una víctima de los conservadores, por un lado, y de la descomposición de los radicales, por otro. A primeros de noviembre, tras arduas discusiones en el Gobierno, se habían rebajado los desacuerdos entre Chapaprieta y la Comisión de Hacienda de las Cortes. Sin embargo, la calma duró poco. Los discursos de algunos diputados de la mayoría, como el de Mateo Azpeitia (CEDA), pusieron de manifiesto que los proyectos de Chapaprieta despertaban fuertes recelos entre los bancos de la mayoría. Gil-Robles negó que ellos y los radicales estuvieran trabajando para derribar al Gobierno, pero no ocultó lo difícil que resultaba conciliar a parte de su grupo con un presidente inflexible en la defensa de sus proyectos y que había dicho en público que respaldaba a quienes pedían que las Cortes juzgaran las responsabilidades políticas por los casos de corrupción [9]. 

			La caída del Gobierno

			La tarde-noche del 7 de diciembre se discutió en el Parlamento el dictamen sobre el «caso Nombela» y, aunque finalmente se exculpó a Lerroux, se vivieron momentos de tensión que manifestaron el resquebrajamiento del grupo radical y la sensación de que el Gobierno Chapaprieta estaba al borde del colapso. Gil-Robles aseguró haber trabajado para «salvar» al Gobierno, pero esto es una verdad a medias. La CEDA no respaldaba los aumentos de impuestos queridos por el presidente ni la limitación del gasto para su programa social y de empleo. Además, como los radicales parecían huérfanos de liderazgo —Lerroux ni siquiera asistió al debate parlamentario de aquella noche—, la continuidad de Chapaprieta era ya una quimera. Es lógico pensar, por tanto, que para la CEDA aquel podía ser el momento que había estado esperando: si se habían agotado ya otras fórmulas para encargar un gobierno con mayoría parlamentaria, Alcalá-Zamora se vería obligado a tomar la decisión a la que se había resistido constantemente, la de llamar a Gil-Robles para que liderara la coalición de centro-derecha [10]. 

			Al día siguiente del debate parlamentario, Chapaprieta expuso en el Consejo de Ministros su negativa a continuar al no sentirse respaldado por la mayoría. Gil-Robles negó que hubiera otra cosa que discrepancias «mínimas» y los tres ministros cedistas manifestaron que la CEDA apoyaría «la obra financiera proyectada», previa negociación de algunas modificaciones presupuestarias. Otros ministros, sin embargo, afirmaron que, efectivamente, la mayoría no apoyaba ya la política económica del Gobierno. Chapaprieta respondió negativamente a la oferta cedista, descartando la posibilidad de prorrogar el presupuesto vigente y ganar tiempo para la negociación. Acto seguido anunció su dimisión [11].

			El 8 de diciembre se abrió la crisis política y el presidente de la República inició las consultas para formar Gobierno. Pasaron casi cinco días hasta que aquella se resolvió. Ese lapso se debió, como tantas otras veces en esos años, a que Alcalá-Zamora tenía una particular manera de interpretar la Constitución. Creía que podía ignorar recurrentemente, y no de forma extraordinaria, la composición de la Cámara y maniobrar para que se formaran gobiernos de independientes o de líderes de pequeñas minorías que, o bien mendigaban el apoyo de la mayoría, o, si no lo conseguían, gobernaban durante algunas semanas con el Parlamento cerrado. De este modo, entre el 9 y el 11 de diciembre se sucedieron varios encargos de gobierno sui generis. Primero fracasó una posible reorganización del Gabinete Chapaprieta. Otro tanto le ocurrió al conservador agrario José Martínez de Velasco, que de inmediato se topó con la negativa de Gil-Robles a apoyar un Gabinete que no estuviera dispuesto a «ir cuanto antes a las Cortes» [12]. El problema residía en que Alcalá-Zamora no estaba por la labor de nombrar presidente del Consejo al líder de la CEDA, argumentando que no se había presentado a las elecciones de 1933 como «perfecto» republicano. Además, pensaba que un Gobierno liderado por Gil-Robles destruiría la República. Tal era su desconfianza que, a aquellas horas, dispuso, con la colaboración del ministro de la Gobernación, Joaquín de Pablo Blanco, un dispositivo especial de vigilancia alrededor del Ministerio de la Guerra, que dirigía el jefe de la CEDA, convencido de que podría promover un pronunciamiento militar. Este montó en cólera y no hizo sino aumentar su recelo ante las maniobras del presidente para impedir que la derecha católica gobernara. 

			Sus diferencias se pusieron de manifiesto en una reunión muy tensa, celebrada la tarde del 11 de diciembre. Alcalá-Zamora amenazó con disolver las Cortes y convocar elecciones, en un último intento para que la CEDA permitiera gobernar al presidente de otro partido. Pero Gil-Robles no cedió, defendió que las Cortes podían hacer todavía «una obra fecunda» y recriminó duramente a Alcalá-Zamora que este justificara su veto en que los cedistas no habían votado la Constitución. Más allá de eso, el presidente de la República no deseaba que la CEDA capitalizase la reforma constitucional, a punto ya de ser dictaminada, que entre otros aspectos recogía la modificación del polémico artículo 26 que regulaba las relaciones entre el Estado y la Iglesia [13]. 

			La tensión se acrecienta

			Gil-Robles consideraba que la postura de Alcalá-Zamora era contraria a las normas de un régimen parlamentario. No estaba falto de razones, aunque el problema era también de diseño institucional de la Presidencia, pues la Constitución permitía que esta propiciara gobiernos extraparlamentarios [14]. En esas circunstancias, el todavía ministro de la Guerra se reunió con su subsecretario, general Fanjul, que quiso convencerle de que estaba justificado impedir por la fuerza que el presidente se saliera con la suya. Gil-Robles respondió que no lideraría ningún movimiento, si bien aseguró que apoyaría una acción de los militares siempre que estos dieran «su palabra de honor» de que la misma «se limitara rigurosamente a restablecer el normal funcionamiento de la mecánica constitucional y a permitir que la voluntad de la nación se exprese con plena e ilimitada libertad». Por su parte, el líder del Bloque Nacional, el monárquico Calvo Sotelo, hizo también gestiones para conseguir que algunos generales se opusieran a lo que consideraba un «golpe de Estado» de Alcalá-Zamora [15].

			La reacción de Gil-Robles estuvo condicionada por una cólera previsible. Su partido había ganado las anteriores elecciones gracias a una estrategia legalista que planteaba la defensa de los católicos, pero dentro de la República. Se había mostrado conciliador nada más formarse las nuevas Cortes en diciembre de 1933 y había apoyado a los Gobiernos del Partido Radical, con menos escaños que la CEDA. Esta no era un partido republicano, pero nada había que la vinculara a una estrategia de destrucción de la República, salvo que modificar por los cauces establecidos las leyes del primer bienio y promover la reforma constitucional se pudieran considerar comportamientos antirrepublicanos. Esto lo pensaban las izquierdas republicanas y los socialistas, pero, para desgracia de Gil-Robles, también Alcalá-Zamora estaba dispuesto a jugar en ese terreno. El presidente, además, quería aprovechar la crisis de Gobierno para impedir que este siguiera controlando el Ministerio de Guerra [16].

			La maniobra propuesta por Fanjul quedó rápidamente descartada. El mismo jefe de Estado Mayor, general Franco, mostró su negativa a que los militares intervinieran en un problema que, a su juicio, debían resolver los políticos. Poco después, Gil-Robles afirmó en público que ellos mantenían su compromiso con la legalidad republicana. Criticó con dureza la resolución de la crisis, que acabaría otorgando el Gobierno a otro hombre sin partido, Manuel Portela Valladares, y acusó a sus antiguos aliados del llamado «bloque gubernamental», como el catalanista Francisco Cambó, por apoyar al presidente. Pero se distanció de la posición de los monárquicos autoritarios, negándose a dar por fracasado el posibilismo y reiterando que seguía en el «campo republicano»: «Otra cosa sería dar la razón a los que han supuesto en nosotros deslealtades de que somos incapaces. Dentro de la ley siempre. Y dentro del ámbito republicano también» [17]. 

			Si el Partido Radical tenía una situación interna delicada y la CEDA estaba descartada para formar gobierno, a Alcalá-Zamora solo le quedaban dos opciones: prolongar durante un tiempo la interinidad mediante un Ejecutivo extraparlamentario, o disolver las Cortes y formar un Gobierno que organizara nuevas elecciones. Optó por la primera, e intentó que su antiguo compañero de partido, el republicano conservador Miguel Maura, formara un Gobierno con el apoyo de la CEDA. No tuvo mejor suerte que Martínez de Velasco, como tampoco un postrero intento de Chapaprieta en parecidas condiciones. Finalmente, la tarde del día 13, Alcalá-Zamora puso el Gobierno en manos de Portela, un hombre de su confianza, que gobernaría durante unas semanas con las Cortes cerradas [18], sobre todo porque este no tenía ninguna posibilidad de mantenerse en el poder de otra forma, por la negativa de la CEDA y de Lerroux a apoyarlo. A los ojos de la derecha, Alcalá-Zamora había logrado, al final, lo que deseaba desde meses atrás: con los radicales fuera de juego, bloquear la llegada al Gobierno de la CEDA y ganar tiempo para levantar una opción política nueva que ocupara el espacio de centro y fuera la gran protagonista de unas elecciones que se reputaban próximas. 

			Un Gobierno transitorio, una política presidencial

			El Gobierno de Portela fue diseñado a la medida de Alcalá-Zamora. Logró, al menos, el apoyo de los grupos minoritarios de la anterior coalición gubernamental: los liberal-demócratas, la Lliga y los agrarios, y aunque no recabó el apoyo de los radicales, algunos de sus diputados aceptaron ministerios o altos cargos a título personal. La CEDA, que había quedado fuera, no se resignó en su aislamiento; consideró una traición el apoyo prestado a Portela por sus antiguos socios y declaró definitivamente roto el «bloque gubernamental» que había mantenido en pie a los gobiernos anteriores [19]. 

			Así las cosas, las dos últimas semanas de diciembre y la primera de enero fueron días de incertidumbre. Los partidos empezaron a engrasar sus maquinarias para hacer frente a las probables elecciones, mientras Portela intentó ganar tiempo para construir su alternativa de centro. Era un político de edad avanzada, curtido en la vida parlamentaria de la Restauración, pragmático y bastante oportunista, que apenas había entendido los cambios que se habían operado en la política democrática durante los años treinta. La CEDA, con el apoyo de los radicales, anunció su intención de combatirle, a él y a todos los grupos políticos que lo sostenían. Gil-Robles trató de que cayera separando de él a las fuerzas de centro-derecha. Advertía que la mejor opción para poner contra las cuerdas a Portela consistía en exigir una reunión de las Cortes con motivo de la aprobación de la prórroga de los presupuestos. Alcalá-Zamora, por descontado, no lo creía necesario y el Gobierno sabía que, en ese caso, su caída era previsible. El día 23 de diciembre, el presidente de las Cortes, el radical Santiago Alba, convocó a los jefes de las minorías a una reunión. Seis días antes, Gil-Robles le había dirigido una carta en la que exponía por qué consideraba inconstitucional el decreto que suspendía las sesiones parlamentarias quince días [20]. En la citada reunión, los representantes de los partidos de izquierdas y los afines al Gobierno se manifestaron a favor de un dictamen de los servicios jurídicos de las Cortes donde se justificaba la prórroga automática del presupuesto en caso de que la Cámara no se hubiera reunido para votarla. Por el contrario, los restantes respaldaron el criterio que exigía convocar la Diputación Permanente, el único órgano facultado para tomar decisiones mientras las sesiones estaban suspendidas y al que, según ellos, no podía sustraerse la acción de gobierno.

			Durante los últimos días de diciembre se agrandó todavía más la brecha que separaba a la CEDA de la coalición gubernamental. Gil-Robles mantuvo el pulso lanzado contra Portela y trató de sacar partido de las disensiones que aparecieron dentro del Ejecutivo. Sin duda, algunos empezaban a ponerse nerviosos con los primeros rumores sobre cómo habrían de configurarse las candidaturas electorales del centro y la derecha. Esto jugaba a favor de Gil-Robles, que presionaba para aislar a Portela, y acentuaba sus críticas a Alcalá-Zamora. En ese contexto, el 28 de diciembre la CEDA publicó una nota advirtiendo que no iría en ninguna candidatura conjunta con quienes «coadyuven desde el Gobierno a los planes del señor Portela» [21]. La presión sobre Martínez de Velasco, Melquíades Álvarez y Chapaprieta era clara. Este último, aunque formaba parte del Gobierno y mantenía una relación fluida con Alcalá-Zamora, consideraba peligrosa una división en dos de las candidaturas de centro-derecha, sobre todo si se confirmaba la formación de un frente de izquierdas para las elecciones. Así, no tardó en estallar la crisis dentro del Gobierno. En el Consejo del día 30, Portela acusó a algunos ministros de estar trabajando a sus espaldas cerca de la CEDA; estos —Alfredo Martínez, De Pablo y Chapaprieta— llegaron a cruzar duras palabras con el presidente. Al final, se planteó la crisis y Portela tuvo que reconstruir el Gobierno, quedando ya solo con el apoyo de la minoría progresista y algunos independientes. 

			El nuevo año echó a andar con el anuncio de que se prolongaba la suspensión de sesiones de las Cortes hasta finales de enero y se prorrogaba por decreto el presupuesto. Alcalá-Zamora también firmó el decreto de disolución del Parlamento, aunque convino con Portela en que no se utilizara «por ahora». Para las derechas, tanto en el caso de la CEDA como de los monárquicos, los nuevos decretos constituyeron una «manifiesta violación de la Constitución vigente», en palabras de Gil-Robles al presidente de las Cortes. La censura impidió que la prensa publicara las duras acusaciones del líder cedista contra el Gobierno. Lo que no se pudo evitar es que los monárquicos solicitaran formalmente la reunión de la Diputación Permanente con el objetivo de que se debatiera una «petición de responsabilidad criminal» contra el jefe del Gobierno y los ministros que ellos mismos presentaron. Gil-Robles, que apoyó la proposición como varios diputados del Partido Radical, calificó la aprobación de los decretos como «un verdadero golpe de Estado». Pese a que el Ejecutivo se resistía a comparecer, la reunión de la Diputación Permanente se fijó para el 7 de enero [22].

			Las posibilidades de que el órdago de las derechas prosperara dependían en buena medida de la actitud de los radicales. Según Gil-Robles, Lerroux confió en el criterio de Alba, el presidente de la Cámara, favorable a exigir la convocatoria de las Cortes para aprobar la prórroga del presupuesto. Pero no estaba claro qué podían votar otros vocales del partido, como Guerra del Río, antiguo portavoz de la minoría, a una proposición de origen monárquico. En cualquier caso, Portela no estaba por la labor de arriesgarse a que la Diputación aprobara la convocatoria de sesiones. Esto habría supuesto un probable enjuiciamiento de la constitucionalidad de los decretos, algo que conllevaba una censura nada velada a Alcalá-Zamora. Por eso, en el Consejo de Ministros celebrado el día 7 anunció que iba a pedir al presidente que ratificara el decreto de disolución y la convocatoria de elecciones. Alcalá-Zamora lo hizo ese mismo día, y de ese modo ni Portela ni ninguno de sus ministros se sintieron obligados a acudir a la Diputación Permanente de unas Cortes ya disueltas. Allí pudieron escucharse todo tipo de quejas y denuncias, especialmente duras las de Miguel Maura y el cedista Manuel Giménez Fernández. Sirvió de poco, pues la retirada de los representantes de las minorías de izquierdas forzó la suspensión de la sesión. De esa forma quedaban ya canceladas las primeras Cortes ordinarias de la Segunda República.

			HACIA LA COALICIÓN DE LAS IZQUIERDAS


			En cuanto a los partidos derrotados en las elecciones de noviembre de 1933, el fracaso de la revolución de octubre del año siguiente no condujo de inmediato a una coincidencia de estrategias que sirviera para encauzar la acción política de la izquierda obrera en los márgenes del régimen parlamentario. Y eso que la táctica insurreccional había llevado a una derrota rápida y fatal por su elevado coste. No solo por los graves daños humanos y materiales, o por la práctica ruptura de relaciones entre el Gobierno y el principal partido de la oposición, sino también porque la propia organización socialista quedó desmantelada. Una buena porción de sus alcaldes y diputados provinciales fueron destituidos por su implicación en los sucesos. No pocas de sus sedes políticas, las Casas del Pueblo, fueron clausuradas, y su prensa acallada por meses. Parte de sus dirigentes nacionales y de sus cuadros políticos y sindicales ingresó en prisión a la espera de juicio; otros eludieron los tribunales escapando al extranjero. La UGT perdió afiliados y vio disminuir notablemente su presencia en jurados mixtos o en acciones sindicales [23].

			Pero nada de esto llevó a los dirigentes socialistas a una rectificación por la vía legal. Excepto Julián Besteiro y sus seguidores, los dirigentes y cuadros del PSOE hablaron de «Octubre»en términos de justificación y glorificación, como una gesta que había mostrado la vitalidad del proletariado español en la lucha contra sus enemigos «de clase» [24]. Sus propósitos de conquista revolucionaria y violenta del poder con objeto de finiquitar la «democracia burguesa» continuaron siendo reivindicados por los militantes cercanos a Largo Caballero. El sector afín a Indalecio Prieto tampoco renunció a ondear la bandera de «Octubre», aunque reinterpretándola como un movimiento defensivo frente a una supuesta amenaza fascista. En esto último, evitar el «entronamiento del fascismo», existía plena coincidencia entre unos y otros, pero la izquierda «caballerista»rechazaba airadamente que el PSOE se hubiera metido en la refriega para defender democracia alguna. «Octubre»era una revolución y, como tal, estaba destinada a establecer definitivamente el «Socialismo»,que ellos concebían como su apropiación permanente del poder, que se fundaría en la subsumisión del Estado a la UGT, propietaria y administradora de los grandes medios de producción y distribución económicos [25]. 

			Ciertamente, «Octubre» acabó convirtiéndose en un mito que reforzaba el victimismo y justificaba el alto precio pagado por la organización y sus cuadros. De ahí que continuara siendo alimentado por una propaganda que resaltaba la ferocidad de la «represión» practicada bajo la jurisdicción militar y de los tribunales civiles de urgencia. Esta sirvió para que las bases socialistas se reafirmaran en que los dirigentes y militantes del centro-derecha no eran adversarios políticos, sino enemigos de la «clase obrera» contra quienes estaba justificada la violencia. Ignorando los muertos y heridos que la revuelta había generado entre los miembros de las fuerzas armadas y de orden público, los religiosos o los afiliados a los partidos conservadores y los sindicatos católicos, esa propaganda multiplicó por doquier el número de «obreros» presos, la célebre e infundada cifra de los 30.000 que tan eficaz se mostraría como recurso electoral, aparte de los fusilados sin causa, los torturados y las mujeres violadas. Significativamente, la estadística de la Dirección General de Prisiones revelaba que a 15 de febrero de 1936 la población penal, incluyendo a los presos comunes, ascendía a 20.446 individuos en toda España. Si el promedio de presos en los años previos había sido de 12.000, podrían estimarse en unos 8.000 los encarcelados por los sucesos de 1934 [26]. 

			La huida hacia adelante que suponía glorificar «Octubre»y sus mártires impedía, así, que prosperara cualquier intento de debilitar el discurso de los partidarios de la violencia. Y, desde luego, aplazaba sine die el reconocimiento del fiasco y la asunción de responsabilidades internas. Esta vía, de haberse asumido a fines de 1934 o principios de 1935, habría posibilitado quemar etapas en un proceso de retorno a la legalidad, salvando así lo que se pudiese de la organización y la representación institucional. Porque, como se conoce, ni el PSOE ni la UGT fueron ilegalizados por los gobiernos de centro-derecha, pese al requerimiento que formularon los monárquicos autoritarios, como no lo fue Esquerra Republicana, cuyos diputados se reintegraron a las Cortes ya en noviembre de 1934. Alcalá-Zamora, Lerroux y Gil-Robles coincidían en apreciar la potencia del movimiento socialista y lo ilusorio de proscribirlo. Para ellos, la alternativa más realista era el fortalecimiento del ala reformista del PSOE, contraria a la violencia y a la «dictadura del proletariado». No en vano, el 5 de noviembre de 1934 Gil-Robles había pedido al Gobierno Lerroux «que facilite cuanto antes la venida de los elementos que aquí faltan», quitándoles así cualesquiera «pretextos de no venir» [27]. Sin embargo, en la medida en que la autocrítica hubiera dejado en posición desairada a Caballero y Prieto, y a quienes les habían secundado, este camino era impracticable si no se producía antes un reforzamiento del sector «besteirista» dentro del PSOE y la UGT. Como la organización siguió bajo el control de los dirigentes de la insurrección y sus afines, y Besteirono se planteó una escisión, no se atisbó más opción que el retraimiento parlamentario, la dispersión de las agrupaciones socialistas y el silenciamiento público del partido a la espera de tiempos mejores.

			
La coalición de izquierdas como proyecto prietista


			La división interna de los socialistas se acentuó a propósito de la táctica a seguir en 1935. Prieto, desde su exilio, apostó por renovar la colaboración con las organizaciones comunistas y anarcosindicalistas que habían formado junto a ellos en las «Alianzas Obreras», un organismo creado en 1933 para coordinar la acción insurreccional. Pero esta colaboración debía ampliarse a los partidos republicanos de izquierda no implicados en la «represión». En esa línea, los afines a las posiciones de Prieto en los órganos de dirección del PSOE, como Fernando de los Ríos o Juan Simeón Vidarte, que disfrutaban de libertad de movimientos, tomaron la iniciativa en marzo de 1935 y plantearon esta redefinición de las alianzas a las agrupaciones del partido en toda España. La propuesta implicaba rectificar parcialmente las posiciones adoptadas el último trimestre de 1933, que descartaban cualquier colaboración estable con la izquierda republicana. Desde el PSOE se abría un primer resquicio para que pudieran cuajar las ofertas de entendimiento lanzadas repetidas veces por Manuel Azaña. Este mantenía por entonces un contacto frecuente con Prieto, con objeto de reconstruir la conjunción republicano-socialista que había gobernado entre diciembre de 1931 y septiembre de 1933 [28].

			Pero, desde muy pronto, Prieto dejó claro que su propuesta no reeditaba aquella coalición. Sería una colaboración puramente electoral y parlamentaria que descartaba la participación del PSOE en un Gobierno con los republicanos y que se cimentaría sobre un programa previamente pactado. Este debía incluir necesariamente la amnistía de los encarcelados de «Octubre»y retomar la expropiación de fincas rústicas. Serían los republicanos los encargados, en solitario, de aplicarlo en caso de victoria electoral, para lo que debería dotárseles de un grupo de diputados numeroso y garantizarles el apoyo de la minoría socialista. Además, la entente no debía prescindir de los comunistas y los anarcosindicalistas, pese a que habían figurado entre los enemigos acérrimos de la coalición de izquierdas durante el primer bienio [29].

			Descartado el retorno a la conjunción republicano-socialista, era previsible que Azaña y sus socios del llamado «frente republicano», Diego Martínez Barrio y Felipe Sánchez-Román, concentraran sus esfuerzos en definir un programa para asegurar la cooperación socialista con un Gobierno republicano. De hecho, Azaña sondeó a De los Ríos sobre la eventualidad de ofrecer a la Ejecutiva del PSOE la elaboración negociada de unas bases «que pudieran ser garantía seria de una dilatada acción conjunta en un posible Parlamento» [30]. Pero esa fórmula podía ser problemática y dar lugar a un Gobierno débil e hipotecado al criterio voluble de una minoría socialista previsiblemente dividida. Quizá por eso Sánchez-Román, que coincidía de partida con los planes de Azaña, se mostró renuente a pactar los términos del programa de gobierno con un partido que no quería compartir responsabilidades ministeriales. Si únicamente el «frente republicano» iba a pechar con el poder, lo lógico es que fuera este quien pergeñara ese programa con vistas a «ofrecerlo» a «las fuerzas políticas y sociales […] de izquierda, para obtener su apoyo si entendieran convenirles». Para allanar la avenencia no se descartaba incluir algunas propuestas del PSOE, siempre que fueran compatibles con el programa republicano [31]. Pero si los socialistas optaban por rechazar el programa, los republicanos debían presentarse a las elecciones buscando coaliciones circunstanciales, provincia a provincia, con el PSOE y, donde no fuera posible, con los partidos de centro.

			De hecho, Sánchez-Román fue quien asumió la redacción de una primera versión del programa de los republicanos con la que Azaña y Martínez Barrio parecieron mostrarse de acuerdo. Antes de contactar con la Ejecutiva del PSOE, los dirigentes republicanos tantearon a Prieto en París y le entregaron una copia para comprobar si la dirección de su partido lo consideraría aceptable. La respuesta del socialista, en octubre de 1935, fue desalentadora. El programa le parecía demasiado «vago» y conservador, por lo que les anticipó que no serviría como «banderín de enganche» del PSOE. 

			Ese texto, con algunas aportaciones de Prieto, sería el que los representantes republicanos llevarían a las negociaciones ya en enero de 1936. A propuesta del socialista, se incluyó un programa de obras públicas para paliar el paro, el «aceleramiento de la realización de obras hidráulicas» y la potenciación de las cajas de ahorros como «elemento principal» del sistema financiero. Pero lo más relevante es que ya se plantearon algunas cuestiones que, a posteriori, propiciarían la salida de Sánchez-Román de la coalición. Prieto observó que la propuesta republicana de dejar «fuera de la ley» a las organizaciones «que puedan poner en peligro la seguridad del Estado» causaría desagrado en su partido, puesto que una legislación así podría usarse contra el PSOE y la UGT. Ese era un «escollo» de tal calibre que dificultaría y «hasta imposibilitaría una coalición electoral en la que figurase el Partido Socialista». Ligada a esa cuestión, Prieto no creía posible impedir que los funcionarios se afiliaran o participaran en actos públicos de partidos «contrarios al régimen constitucional». Otro obstáculo insuperable, al menos para uncir a la Esquerra al pacto, era el propósito de aprobar una «ley complementaria sobre la representación del Estado en las regiones del Estatuto», que para el dirigente socialista suponía recortar la autonomía [32].

			Estas desavenencias revelan que Azaña acertaba cuando preveía «serias dificultades» para acordar un programa que satisficiera a los socialistas. Y eso sin contar con que todavía sería más difícil que los republicanos aceptaran participar en una candidatura con la extrema izquierda, como también proponía Prieto: «¿Adónde podemos ir nosotros, ni ustedes, con los comunistas?», había llegado a reprocharle el expresidente. Aparte del abismo ideológico que les separaba, Azaña creía que esas compañías «espantarían a los electores y desnaturalizarían, en perjuicio nuestro, el carácter de la coalición». Como él, Sánchez-Román prefería que la alianza conservara «su plena significación democrática y republicana», no enturbiándola con la presencia del PCE y el anarcosindicalismo. Y los dirigentes de Unión Republicana (UR), Martínez Barrio y, sobre todo, Félix Gordón Ordás, manifestaron su oposición, convencidos, como dijo este, de que no podían fiarse de un grupo que faltaría a sus compromisos «en cuanto los jerarcas del comunismo internacional se lo ordenaran» [33]. 

			Sin embargo, para Prieto la presencia de la extrema izquierda era fundamental porque mostraba a sus partidarios y a la pujante ala caballerista que no se reeditaría la conjunción de 1931. La alternativa del «frente obrero» contaba con numerosos adeptos dentro del PSOE y, además, la inclusión de los comunistas y los sindicalistas agruparía todo el voto de izquierdas, una necesidad imperiosa a tenor de la ley electoral vigente, diseñada, como bien sabía el dirigente socialista, para sacar partido de una amplia coalición de izquierdas. No en vano, Prieto era consciente de que en algunas circunscripciones no era suficiente con sumar el voto de republicanos de izquierdas y socialistas, sino que convenía arrastrar también el de los comunistas, especialmente en Córdoba, Madrid, Málaga, Oviedo, Sevilla y Vizcaya [34]. Además, una amplia concertación de izquierdas podría facilitar la benevolencia de los anarcosindicalistas de la CNT, sorteando así un boicot antielectoral tan acusado como el de 1933. Por último, la integración de la extrema izquierda suponía un contrapeso a los republicanos más centristas y convertía de hecho al PSOE en el eje de la alianza electoral.

			Quedaba, por tanto, claro que los republicanos debían renunciar a la conjunción de 1931, asumiendo que ellos llevarían el peso del poder en solitario y solo podrían contar con la colaboración circunstancial de los socialistas. No tendrían otra opción, si querían la coalición electoral, que aceptar los términos de la propuesta «prietista» y esperar a la negociación del programa electoral para sacar algún provecho. Con todo, Azaña aceptó los términos y se dispuso a convencer a sus socios para seguir adelante. Era necesario fortalecer el «frente republicano» con los votos que aportaban los socialistas. Más importante incluso era que su programa de «recuperación de la República», como denominaba Azaña al retorno a las políticas del primer bienio, necesitaba de sus socios predilectos en la izquierda obrera. Porque lo que estaba en juego, como no se cansó de repetir en sus discursos en campo abierto de 1935, era el «fundamento» y el «contenido sustancial» del régimen [35]. Se trataba, así, de retomar esa transformación profunda que había sido la «revolución republicana», que no afectaba solo a las instituciones y a la práctica políticas, sino también a la estructura de la propiedad agraria, las relaciones laborales, la educación y la moral tradicional. Por ello se entiende que Azaña no se propusiera reorientar la alianza hacia el centro, como al principio defendió Martínez Barrio. Sin embargo, ese planteamiento inflexible ligaba su suerte y la de su partido a las consideraciones estratégicas y tácticas de los dirigentes socialistas. Más aún, las disputas dentro del PSOE condicionarían decisivamente la fisonomía de la coalición electoral y, más importante aún, su viabilidad parlamentaria. En concreto, eso obligaría a Azaña a transigir con la radicalización interna de los socialistas y, en especial, con la negativa de la potente izquierda caballerista, a cualquier fórmula de cooperación duradera. De hecho, Caballero no se cansó de repetir durante 1935 que ellos no iban a propiciar la vuelta a la situación anterior a su salida del Gobierno, en septiembre de 1933. 

			Ciertamente, Azaña podía confiar en que Prieto consideraba extemporáneo el veto caballerista y no descartaba acabar implicando al PSOE en un Gobierno republicano a medio plazo. No obstante, las declaraciones del dirigente socialista de finales de 1935 pecaban de ambiguas, en parte para sortear un debate interno que la izquierda caballerista podía tomar como pretexto para boicotear la alianza [36]. Más aún cuando ni siquiera los seguidores de Prieto coincidían en la conveniencia de reeditar una coalición gubernamental. Por consiguiente, la supuesta inclinación prietista a entrar en un Gobierno era poca cosa con lo que anudar un pacto efectivo. Especialmente porque presuponía que antes Prieto convenciera a los suyos y, después, se hiciera con las riendas de la minoría socialista. De lo contrario, Caballero acabaría abortando cualquier participación ministerial. Esto anunciaba, sin duda, una situación política inestable: si la coalición de izquierdas triunfaba no cabría más fórmula que un Gobierno de centro-izquierda dependiente de una constante y condicionada renovación de confianza de los diputados socialistas. Y todavía podía ser peor si se daba una victoria corta en escaños, y el Gobierno republicano dependía además de los diputados comunistas y sindicalistas.

			A esta dificultad se añadía que los grupos encargados de administrar el poder en caso de un triunfo de las izquierdas no estaban cohesionados y, de hecho, el liderazgo y la autoridad de Azaña constituían el recurso más valioso para mantener unido el «frente republicano». La derrota electoral de 1933 había puesto en marcha un proceso de fusiones que simplificó algo la dispersión de ese espacio político, pero que no dio lugar a un único partido. Acción Republicana, la formación de Azaña entre 1931 y 1934, se había unido con los radical-socialistas independientes de Marcelino Domingo y los republicanos gallegos de Santiago Casares Quiroga para formar, en abril de 1934, Izquierda Republicana (IR). Sin embargo, pervivían aún la Izquierda Radical-Socialista del exministro Juan Botella Asensi y las diversas fracciones federales, con las que Azaña se negaba a alternar. Además, en julio de 1934, Sánchez-Román creó su Partido Nacional Republicano (PNR) sumando a personalidades procedentes de la extinta Agrupación al Servicio de la República, el partido auspiciado por José Ortega y Gasset, y al ala derecha del radical-socialismo. Por último, en septiembre de 1934, los escindidos del Partido Radical, liderados por Martínez Barrio, se fusionaron con el Partido Radical-Socialista para crear Unión Republicana (UR). Si a estas formaciones se le suman las organizaciones regionales, puede notarse hasta qué punto la fragmentación se había reducido poco respecto del primer bienio.

			No obstante, la concertación de una estrecha alianza entre UR, IR y PNR permitió crear una cierta unidad de acción orientada hacia la izquierda. Aquella se explicitó ya en octubre de 1934 cuando los tres partidos declararon su ruptura con las instituciones republicanas tras la entrada de ministros de la CEDA en el Gobierno Lerroux. O en abril de 1935, cuando publicaron una nota conjunta que suponía un acercamiento público a los socialistas. Solo un semestre después de «Octubre», los tres partidos publicitaban un catálogo de exigencias en el que, sin condenar la insurrección, solicitaban empero un régimen «escrupulosamente legal» para los que denominaban «presos políticos y sociales», el restablecimiento completo de las garantías constitucionales, la libertad para los detenidos «ilegal o gubernativamente» y la readmisión de los despedidos por secundar la huelga revolucionaria. Con todo, durante el segundo semestre de 1935 aún se exteriorizaron discrepancias entre Azaña y Martínez Barrio, pues el líder de UR insistía en colaborar con el presidente de la República, Alcalá-Zamora, en vista de sus cada vez peores relaciones con los dirigentes del centro-derecha [37].

			
La irrupción del «caballerismo»


			Las divergencias entre los republicanos eran, sin embargo, triviales si se comparan con las dificultades de Prieto a la hora de reorientar el PSOE. En abril de 1935, mientras se tramitaba la consulta a las agrupaciones, este había dado un paso calculado: hacer pública su postura favorable a retomar la colaboración con los republicanos en su periódico, El Liberalde Bilbao. De inmediato se encontró con la respuesta de Largo Caballero, presidente del PSOE y entonces en prisión, así como de otros dirigentes nacionales del partido, la UGT y las Juventudes Socialistas. Estos enviaron una carta a la Ejecutiva del PSOE condenando cualquier concomitancia con la «izquierda burguesa». Atribuían la propuesta de Prieto a un propósito de forzar un pacto con los republicanos al margen de la dirección del partido y sin que hubiera elecciones a la vista. Menos les gustó la descalificación implícita que aquel había hecho de Caballero al señalar que los malos resultados de noviembre de 1933 no se habían debido solo al voto femenino, sino al «aislamiento electoral» del PSOE, motivado por su «espíritu de violenta repulsa respecto al republicanismo». Ciertamente, Prieto había atribuido a una pésima estrategia el hecho de que la ley electoral, diseñada para beneficiar una gran alianza de izquierdas, hubiera sido finalmente «la cuerda» con la que los socialistas se «ahorcaron». Si volvía a incurrirse «en tan tremenda equivocación», sentenciaba, el predominio de las derechas «se convertir[ía] en definitivo» [38].

			Prieto tenía razón a medias, puesto que Caballero no se oponía sistemáticamente a la colaboración electoral con los republicanos, sino que la concebía en términos puramente instrumentales y dentro de una estrategia diferente. Este consideraba cancelada cualquier fórmula gradualista al estilo del primer bienio. Por tanto, los socialistas debían perseverar por la senda insurreccional y, a la espera de una coyuntura favorable para ello, aprovechar las libertades civiles y la tribuna parlamentaria para publicitar el estado terminal de la «democracia burguesa». Además, a fin de convertir el PSOE en un verdadero instrumento revolucionario, Caballero quería transformarlo internamente, sustituyendo la democracia interna y la estructura federal por mecanismos que concentrasen todo el poder en la dirección nacional, al estilo de lo que los comunistas denominaban, con su vocabulario sui generis, «centralismo democrático» [39]. Para que este proceso pudiera ponerse en marcha, el «caballerismo» ansiaba expulsar del partido a los seguidores de Besteiro, opuestos a la violencia revolucionaria, y desalojar de la dirección a Prieto y sus afines, partidarios de alternar, dependiendo del contexto, entre gradualismo y revolución. No puede decirse que la izquierda socialista fuese aún mayoritaria en el PSOE, pero contaba con numerosos adeptos en los órganos nacionales. Sus apoyos en las federaciones territoriales del partido eran crecientes y, además, se habían hecho fuertes en la UGT y las Juventudes Socialistas. Estas eran las plataformas de poder con que contaba Caballero para, en el estío de 1935, boicotear una alianza entre republicanos y socialistas [40].

			Ahora bien, en el corto plazo, la izquierda del PSOE no contaba con una alternativa inmediata que oponer a los planes de Prieto, más allá de no comprometer al partido en alianzas estables. Para que se formara el amplio «frente obrero» con los comunistas y los anarcosindicalistas que deseaban los caballeristas, primero era necesario que su líder se hiciera con las riendas del movimiento socialista y lo moldeara a su gusto. Por ello, y pese a su relativa afinidad, los caballeristas rechazaron, en los meses centrales de 1935, las repetidas ofertas del PCE para crear comités de enlace conjuntos a los que se delegarían las competencias que previamente pactaran ambas formaciones políticas. Celoso de sus organizaciones, el viejo dirigente socialista conocía la aspiración comunista de crecer a costa de los suyos y no estaba dispuesto a delegar la acción política del PSOE y la UGT en organismos y elementos ajenos a ambas organizaciones. Llegó a recriminar, incluso, la aquiescencia hacia la oferta comunista de varias federaciones provinciales y agrupaciones locales de su partido.

			Caballero se opuso incluso a reflotar las Alianzas Obreras, que tenían poco sentido sin una insurrección a la vista. Era consciente de que el PCE las concebía como una suerte de organización política que sustituía a los partidos miembros, cosa que no pensaba consentir [41]. En su lugar, ofreció una vía más expedita de colaboración: que los comunistas disolvieran su organización y retornasen a su matriz, para constituir el «partido único del proletariado». Con ese refuerzo, la izquierda caballerista lo tendría más sencillo para controlar el PSOE. En caso contrario, se pospondría cualquier «frente único» con el PCE hasta que Caballero ganara la batalla interna. Como, obviamente, la Internacional Comunista (Komintern) no se mostraría dispuesta a supeditar su estrategia a la de Caballero, la Ejecutiva del PSOE limitaría su cooperación con el PCE a cuestiones muy concretas, como el auxilio a los presos y los fugitivos de «Octubre», la movilización conjunta para presionar por la reapertura de las sedes clausuradas o la lucha contra el sindicalismo católico o profesional, al que ambos partidos tildaban de «fascista». Paradójicamente, aun con prevenciones, Prieto y sus seguidores parecieron, en línea con sus propósitos coalicionistas, más abiertos a las ofertas de los comunistas. De hecho, fue en su bastión de Vizcaya donde PSOE y PCE constituyeron más Alianzas Obreras que en cualquier otra provincia [42].

			Los comunistas se abren a la izquierda

			Las disensiones dentro del PSOE fueron bien aprovechadas por los dirigentes del PCE. El objeto del deseo comunista eran las organizaciones socialistas, y hacia sus líderes, descalificados como «socialfascistas» todavía en la campaña electoral de 1933, dirigieron varias ofertas de colaboración durante el primer semestre del año siguiente. Los socialistas, desde luego, se negaron a cualquier acción bilateral, y menos a enlazar sus organizaciones con las de los comunistas. En vísperas de «Octubre», no dejaron al PCE otra vía que entrar, como los otros grupos de extrema izquierda, en las Alianzas Obreras. Durante la insurrección, los comunistas actuaron, generalmente, como meros auxiliares de los socialistas, si bien se esforzarían por diferenciar y destacar su acción revolucionaria [43].

			En este sentido, el PCE rentabilizaría «Octubre» mejor que ningún otro partido de la izquierda obrera. Aunque su aportación había sido menor, los comunistas se envolvieron en la bandera de la revolución y la tremolaron insistentemente en sus propagandas. Las expectativas creadas en la Komintern por la insurrección sirvieron, además, para que aumentara la financiación de su sección española, y con ella se intensificó el proselitismo y se multiplicaron las iniciativas de auxilio a los presos de «Octubre»y sus familias, que mejoraron la imagen de los comunistas dentro del movimiento obrero. La organización de un Comité de Ayuda a las «víctimas de la represión» sirvió para profundizar en la relación con los socialistas e incluso establecer colaboraciones puntuales con los republicanos de izquierdas [44]. 

			El incremento del protagonismo comunista dentro de la izquierda obrera aumentó la atracción dentro del PSOE y la UGT por el mito soviético. Las prevenciones de Caballero no fueron óbice para una relación progresivamente más amistosa entre socialistas y comunistas, reflejada en multitud de manifiestos conjuntos. En varios mítines, los oradores del PCE pudieron dirigirse con frecuencia a audiencias socialistas, gracias a la intercesión de dirigentes como el caballerista Julio Álvarez del Vayo o el prietista Ramón Lamoneda. Incluso compartieron atril con republicanos de izquierda en las celebraciones del 14 de abril de 1935 [45]. Fue en ese contexto cuando los dirigentes del PCE, aleccionados desde la Komintern, trataron de aprovechar el auge de la izquierda caballerista en el PSOE para relanzar el proceso de fusión orgánica de ambos partidos a través de los comités de enlace y las Alianzas Obreras. Para la Komintern, estas podrían convertirse en un trasunto de los soviets, especialmente útiles para presionar desde abajo cuando hubiera un gobierno de la «izquierda burguesa» y, posteriormente, cuando se dieran las condiciones óptimas para instaurar la «dictadura del proletariado». [46] 

			Caballero se negó una y otra vez a avanzar por la vía del «frente único obrero», con vistas a constituir un «partido único del proletariado», pero eso no impidió que se produjeran avances en los planos sindical y juvenil. Con la aquiescencia explícita del líder socialista ante el delegado de la Komintern en España, Victorio Codovilla, los comunistas accedieron a integrar sus sindicatos, hasta entonces agrupados en la Confederación General del Trabajo Unitaria (CGTU), en la UGT a partir de diciembre de 1935. Las negociaciones para fusionar las Juventudes culminarían poco después, en marzo de 1936. Prieto y sus seguidores no opusieron reparos a estas operaciones porque, en principio, dada la desigualdad de fuerzas entre los socialistas y los comunistas, no parecían más que meras absorciones de los segundos por los primeros [47]. 

			No obstante, los prietistas no repararon en que la expansión del PSOE por la izquierda reforzaba al «caballerismo». Además, en determinadas provincias donde la CGTU era fuerte hubo fusión efectiva y hasta, caso de Málaga o Sevilla, subordinación de los ugetistas a los comunistas. Esto tenía su relevancia política, pues la UGT condicionaba decisivamente las candidaturas del PSOE en cada provincia y la financiación de la campaña electoral. Menos terminante aún fue la absorción en el caso de las Juventudes. El posterior fracaso de Caballero a la hora de controlar la Ejecutiva del PSOE en diciembre de 1935 hizo que, en lugar de integrarse la juventud del PCE en la socialista, triunfara la tesis comunista de la fusión y la creación, a partir de ella, de una nueva organización. Así, las nuevas Juventudes Socialistas Unificadas (JSU), consolidadas ya como la punta de lanza de la «bolchevización» del PSOE, nacieron desvinculadas de la Ejecutiva del partido y ligadas de facto a la Komintern. El «abrazo de la serpiente», como desde Moscú se bautizó a esta política de fusiones «para invertir las relaciones de fuerzas con el mundo socialista», rendía así sus primeros frutos [48]. 

			El plan de la Komintern no era convertir las organizaciones comunistas en auxiliares de Caballero, sino aprovechar las divisiones internas dentro del socialismo para atraer a su ala izquierda a un nuevo partido bolchevique. Continuaba siendo la política de «frente único», pero con una novedad: habría una fase previa donde la «burguesía de izquierdas», convenientemente orientada, cumpliera desde el Gobierno su «misión histórica» de privar a la «reacción»de su «base material», apropiándose de los medios de producción en manos de aquella, y de depurar los cuerpos armados de todos los militares y policías desafectos a la «revolución». 

			Esta redefinición estratégica abrió la puerta, por vez primera, a la posibilidad de que los comunistas pudieran concertar alianzas con los que denominaban «pequeño-burgueses» de la izquierda republicana, algo a lo que el PCE se mostró más abierto que la propia izquierda caballerista. En diciembre de 1934, los comunistas ya abogaron por una «Concentración Popular Antifascista» que fuese más allá del obrerismo. Asumiendo una oposición cerrada al Gobierno y a las Cortes «reaccionarias» de centro-derecha, la Concentración debía defender la disolución de los «partidos traidores a la República del Pueblo», en clara alusión a los radicales y a las derechas, y suprimir su prensa. Además, debía promover la defensa de lo que entendían como «libertades democráticas», las aspiraciones «nacionales» de «Cataluña y Euzkadi», y la amnistía «para los presos revolucionarios» [49]. 

			Tras un compás de espera, a partir de mayo de 1935 los comunistas pusieron en marcha estas agrupaciones populares antifascistas bajo el nombre de «Bloques». Los concibieron como un organismo suprapartidista de carácter permanente, unas Alianzas Obreras con un añadido republicano, donde tenían cabida no solo partidos, sino también sindicatos, asociaciones de izquierdas y hasta personalidades independientes. Fueron, además, concebidos no solo como una agrupación nacional: los Bloques Populares se organizaron en provincias y municipios. Y, por supuesto, en ellos la preeminencia debía corresponder a los comunistas y sus aliados más estrechos. Su misión era articular la lucha contra «las fuerzas negras de la reacción y de la dictadura fascista», ese fascismo que los comunistas equiparaban a la «contrarrevolución clerical» y «jesuítica» que representaban los católicos de la CEDA. Y su programa se condensaba en la llamada «defensa de las libertades democráticas», si bien esto se traducía, en el lenguaje comunista, en puntos tales como la disolución de las organizaciones «fascistas» o la depuración política del Ejército, amén de la amnistía y rebajas de impuestos al «pueblo laborioso». Figuraron en los Bloques, la Izquierda Radical-Socialista, los republicanos federales, algunas federaciones de la UGT y la Juventud de Izquierda Republicana. Nada que ver, por tanto, con el proyecto de coalición electoral y parlamentaria auspiciado por los dirigentes republicanos con Prieto, aun cuando, en vísperas de las elecciones, se acabaran superponiendo y hasta mezclando sus denominaciones [50]. 

			El Bloque Popular era, así, un nuevo intento del PCE de romper su aislamiento y ofrecer a los socialistas una vía de unidad previa a cualquier concertación con los republicanos, es decir, un modo de evitar que estos últimos llevaran la voz cantante [51]. Esos tanteos recibirían un espaldarazo en el VII Congreso de la Komintern que, a fines de agosto de 1935, daría su placet a la colaboración de las secciones comunistas con la «izquierda burguesa»a través de los «Frentes Populares», la denominación que los comunistas españoles alternarían con la de «Bloque Popular» hasta las elecciones. 

			En ese Congreso, la Komintern distinguió la democracia del fascismo, conceptos que hasta entonces había equiparado. Ahora consideraba que la primera ofrecía vías importantes para caminar de manera gradual hacia la «dictadura del proletariado» y, por ello, merecía ser defendida de la «amenaza fascista». Conviene percatarse del significado de este lenguaje críptico que usaban los estalinistas. La defensa contra el fascismo no se ligaba a la preservación de la democracia liberal, sino a la puesta en marcha de lo que los comunistas denominaban «revolución democrático-burguesa», una fase previa que debía completarse de forma indispensable para avanzar hacia la «revolución socialista». La revolución democrático-burguesa debían desarrollarla gobiernos «pequeño-burgueses», auxiliados y presionados por las Alianzas Obreras. Distinguiendo esa fase previa, los comunistas adquirían la coartada teórica que necesitaban para justificar una colaboración con los republicanos de izquierda en el poder. El programa de esa «revolución democrático-burguesa» que se prescribía desde Moscú para España era el mismo que hasta entonces venía propugnado el Bloque Popular Antifascista, con dos variaciones: la supresión del derecho de autodeterminación y la sustitución del concepto «depuración» aplicado al Ejército por el eufemismo «democratización». 

			Como el empleo de la táctica insurreccional se dejaba para un momento posterior, los caballeristas recusaron la nueva estrategia comunista como poco revolucionaria. Sin embargo, ese planteamiento del PCE no conllevaba, en absoluto, giro alguno a la moderación. Sus dirigentes en Moscú y Madrid concebían el papel de los republicanos en el Frente o Bloque Popular como de simple comparsa a la que sobrepasar una vez hubiera completado su «misión histórica». El programa de la revolución democrático-burguesa nada tenía que ver con la defensa del constitucionalismo republicano, por más que el mito del antifascismo democrático de los estalinistas llegara a cuajar durante la guerra. En realidad, el Frente Popular y la revolución democrático-burguesa eran formas de ganar tiempo para consolidar el «frente único» a través de las Alianzas Obreras y, a partir de ahí, constituir el partido único del proletariado, el instrumento revolucionario con que se establecería la dictadura comunista. Además, la Komintern autorizó a sus secciones, en coyunturas donde los ejecutivos «pequeño-burgueses» fueran incapaces de abordar la «lucha contra el fascismo», a participar en gobiernos frente populistas que aceleraran y desbordaran la revolución democrático-burguesa. Un colaboracionismo gubernativo que, en España, alejaba nuevamente el comunismo de la izquierda socialista para acercarlo, aun con finalidades distintas, al «prietismo» [52].

			Hacia el Frente Popular

			No obstante, a efectos prácticos, lo importante de la remozada estrategia de la Komintern es que permitió a su sección española, después de comprobar la lentitud con la que avanzaban los Bloques Populares auspiciados por los comunistas —organizados en solo quince provincias antes de enero de 1936— [53], solicitar su inclusión en la coalición de izquierdas. Pese a su notable crecimiento entre 1933 y 1936, el PCE influyó poco en la conformación de esa coalición, pues el interlocutor de los republicanos siempre fue el PSOE. Pero la aquiescencia de los comunistas a sumarse tuvo el efecto de aislar más aún a los caballeristas, que mantuvieron a lo largo de 1935 su negativa a cualquier pacto general con los republicanos. Por si fuera poco, otro de sus socios potenciales, el pequeño Partido Sindicalista de Ángel Pestaña, no excluyó tampoco la posibilidad de integrarse en una alianza con los republicanos de izquierda. En ese contexto de creciente aislamiento los multitudinarios mítines de Azaña, y especialmente el de Comillas en octubre de 1935, exponente de su notable capacidad de convocatoria, dieron la puntilla a la estrategia caballerista.

			Así las cosas, en noviembre de 1935, Azaña requirió por carta a los socialistas para constituir una coalición electoral con un programa común, un gesto destinado a contentar a Caballero, que exigía que fuesen los republicanos, y no ellos, quienes solicitaran la alianza. Desde sus puestos en la Ejecutiva, la izquierda del PSOE se abrió a contemplarla e, incluso, a tomar la iniciativa para conformarla, desplazando a los miembros afines a Prieto [54]. Pero los caballeristas le dieron un contenido distinto: la entente sería puramente electoral, condicionada a la reivindicación de la amnistía y, por tanto, no sujeta a un compromiso parlamentario posterior. Porque su participación en una coalición con los republicanos no podía significar «renuncia ideológica» alguna ni restricción de su «libertad de acción». Caballero condicionó, además, la alianza a que quedasen implicados «otros organismos de carácter político o sindical obreros», refiriéndose no ya a la UGT o a las Juventudes Socialistas, sino al PCE y a su sindicato CGTU [55]. Si la postura de Prieto ya había conllevado los primeros desacuerdos entre socialistas y republicanos de izquierda, las reticencias de Caballero a cualquier compromiso estable evidenciaban hasta qué punto Azaña, Martínez Barrio y Sánchez-Román no podían hacerse ilusiones sobre que el PSOE acabara convirtiéndose en un instrumento parlamentario y de gobierno.

			LAS REGLAS DEL JUEGO


			La Gaceta del 8 de enero de 1936 publicó los decretos que disolvían las Cortes y convocaban elecciones para el 16 de febrero, con una segunda vuelta el 1 de marzo allí donde fuera necesario. Les acompañó, como era preceptivo, el restablecimiento de las garantías constitucionales, cesando el estado de alarma en Madrid, Barcelona y Oviedo y el de prevención en otra decena de circunscripciones. Y ello pese a que en las tres semanas previas seguían hallándose depósitos de armas y explosivos, ligados a la pasada insurrección de 1934, y continuaban los procesos judiciales derivados de la misma [56]. 

			El 11 de enero aparecieron las disposiciones que regularían las nuevas elecciones. El censo sería el mismo que el de noviembre de 1933, añadiéndole unas listas adicionales con los españoles que hubieran cumplido los 23 años entre esa fecha y febrero de 1936 [57]. Los comicios se celebrarían conforme a la ley electoral de 1907, enmendada en junio de 1931 y julio de 1933, ya que las Cortes disueltas no habían podido sustituirla por una ley nueva. Por tanto, los procedimientos (formación del censo, candidaturas, mesas electorales, métodos de votación y escrutinio) y las garantías (intervención, recursos, delitos electorales y sanciones) eran idénticos a los de la Monarquía liberal. Lo que había variado el decreto de 1931, modificado posteriormente por la ley de 1933, era la cuestión primordial de cómo traducir los votos en escaños, además de la edad de voto, rebajada a los 23 años. La Constitución había incorporado, además, el sufragio de la mujer en los mismos términos que el de los varones. Toda esa normativa estaba, además, desarrollada o corregida por disposiciones de rango menor que generaban una maraña legal problemática para los gobiernos que organizaban las elecciones [58].

			Para el Congreso de los Diputados, la Cámara única de la República, la legislación tomaba la provincia como marco sobre el que establecer las circunscripciones electorales. A cada provincia se le atribuía un número de diputados según su población, a razón de un escaño por cada 50.000 habitantes. Si tras el reparto, quedaban provincias con restos superiores a 30.000 habitantes, se les otorgaba un escaño adicional. Existían también algunas circunscripciones urbanas para capitales de provincia con una población superior a 150.000 habitantes, ocho en 1936: Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla, Zaragoza, Bilbao, Málaga y Murcia. Esas ciudades y los municipios de su partido judicial elegían sus propios diputados aparte del resto de la provincia. Por último, Ceuta y Melilla constituían también circunscripciones separadas, cada una con un diputado. Estas reglas diseñaban un Congreso de 473 escaños en total. Las variaciones demográficas apenas introdujeron cambios en la distribución de escaños por circunscripción para las elecciones de 1936. Respecto de las elecciones anteriores, solo Barcelona capital pasó de 19 a 20 diputados en perjuicio de su circunscripción provincial, cuyo cupo se redujo de 15 a 14 [59].

			Para repartir los escaños entre las diversas candidaturas regía un sistema mayoritario con voto limitado, o «restringido», como se lo conocía entonces. El elector debía seleccionar en cada circunscripción un número menor de candidatos que de escaños en juego. No se votaban listas cerradas de partido, sino que cada ciudadano podía escoger los candidatos de su preferencia, cuyo nombre completo debía figurar, escrito o impreso, en la papeleta. El número de votos de que disponía el elector en cada provincia estaba previamente establecido. Si a una circunscripción le correspondía elegir 20 diputados, el elector podía votar como máximo 16 candidatos; si le correspondía 19, podía votar a 15, y así sucesivamente hasta llegar al caso donde se eligieran solo dos, donde el elector podía votar a uno [60]. Las excepciones eran Ceuta y Melilla, que al ser circunscripciones uninominales no tenían voto limitado.

			Las normas establecían que, una vez terminada la votación y el escrutinio, debían proclamarse diputados los candidatos más votados de la circunscripción hasta completar el número de escaños en disputa. Pero antes debían cumplir dos requisitos. Los candidatos tenían que obtener cada uno al menos el 20 % de los votos emitidos en la circunscripción y, como mínimo, uno de ellos debía superar el 40 %. Si no se cumplía esto último, la elección no era válida y debía verificarse una segunda vuelta. Si el requisito del 40 % se cumplía, pero no todos los escaños eran cubiertos por candidatos que sobrepasaran el 20 %, esos escaños sueltos también se dilucidaban en la segunda vuelta. Esta tenía lugar dos semanas después de celebrada la primera, y a ella solo podían concurrir los candidatos que hubieran logrado sobrepasar el 8 % de los votos emitidos. Si ninguno de los candidatos cumplía este requisito, podría participar en la segunda vuelta quien quisiera.

			Estas reglas habían sido diseñadas durante el primer bienio, buscando propiciar que una gran coalición de republicanos y socialistas obtuviera una amplia mayoría de escaños ante una derecha fragmentada y débil. La circunscripción provincial se introdujo en mayo de 1931, aboliendo los pequeños distritos uninominales, la división electoral básica del país entre 1846 y 1923, a excepción de un corto periodo entre 1865 y 1870. El Gobierno provisional de la República, presidido por Alcalá-Zamora, justificó esa medida alegando que aquellos distritos dejaban «ancho cauce a la coacción caciquil, a la compra de votos y a todas las corruptelas conocidas» [61]. Evidentemente, la cuestión no era que los territorios coaccionaran o compraran votos, pues esto, cuando se producía, lo hacían los individuos. Los republicanos concebían los distritos como una prima para los partidos monárquicos, más extensamente implantados que sus rivales por todo el país, y, más aún, como un mecanismo que permitía la constante derrota de la opinión urbana y de izquierdas por la entonces mayoritaria España rural y conservadora. Los dirigentes de la conjunción republicano-socialista quisieron evitar lo sucedido con el primer parlamento de la Tercera República Francesa que, elegido en 1871 por el sistema de distritos, había dado una mayoría de diputados monárquicos [62]. Por otra parte, como la fragmentación de los republicanos y la precariedad de sus organizaciones de partido fuera de las zonas urbanas eran patentes, pensaron que las grandes circunscripciones, el reparto mayoritario y los umbrales de voto estimularían a sus comités provinciales a mantener la coalición que había logrado derribar a la Monarquía. 

			Pero la aplicación del voto limitado sobre circunscripciones provinciales, al operar sobre contingentes de escaños elevados y sobre partidos o coaliciones que incitaban al elector a agotar sus votos en los candidatos que presentaban, implicaba que la candidatura vencedora, aunque lo fuera por un solo voto, se llevara entre el 67 y el 80 % de los escaños, el llamado «cupo de las mayorías». El resto de los escaños, el «cupo de las minorías», era para la segunda candidatura más votada, y las demás, independientemente de su fuerza, se quedaban sin representación. 

			Por otra parte, las circunscripciones no tenían un mismo número de escaños y eso hacía que el triunfo tuviera efectos muy desiguales en cada una de ellas. La desproporción entre los cupos de la mayoría y la minoría, entre ganar y quedar segundo, era mayor cuantos más escaños se elegían en una circunscripción. Por ejemplo, la candidatura vencedora en Barcelona capital obtenía 16 diputados y la siguiente en votos solo 4. En Madrid capital, La Coruña u Oviedo la proporción era de 13 a 4, mientras que en Salamanca la proporción era de 5 a 2, en Cuenca de 4 a 2 y en Soria de 2 a 1. Por tanto, fuera cual fuese la diferencia entre la primera y la segunda candidatura, la victoria en Barcelona capital valía siempre cuatro veces más que en Salamanca, seis veces más que en Cuenca y doce veces más que en Soria. Del mismo modo, triunfar en La Coruña era como hacerlo tres veces en Salamanca, cuatro veces y media en Cuenca y nueve veces en Soria. 

			Tabla I
Circunscripciones electorales y distribución de escaños por mayorías y minorías
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		  Esas desproporciones podrían haberse corregido subdividiendo las circunscripciones con más escaños en dos o tres nuevas, para evitar lo que, posteriormente en el debate sobre la ley de 1933, varios diputados calificaron ya de «aplastamiento de las minorías». Pero a nadie se le ocultaba que los promotores de estas normas electorales, que no concebían posible que los conservadores pudieran ganar una mayoría parlamentaria con la República, las mantuvieron para reforzar su primacía [63]. Las elecciones constituyentes de junio de 1931 mostraron que la «prima a las mayorías», agravada por los efectos también mayoritarios de la segunda vuelta, les sería abrumadoramente favorable siempre que fueran unidos. Específicamente para los republicanos de izquierda era muy ventajoso, además, un sistema que camuflaba su debilidad organizativa y les permitía sacar un número de escaños elevado gracias al apoyo de los socialistas. Las elecciones regionales en Cataluña (noviembre de 1932) constituyeron otro ejemplo de cómo esa prima permitió una victoria amplísima en escaños de la Esquerra sobre sus rivales de la Lliga, pese a que la diferencia de votos entre ambos partidos fue más ajustada. Algunas dudas, sin embargo, se plantearon cuando los conservadores ganaron las elecciones municipales de abril de 1933, poniendo en evidencia que un leve movimiento del electorado podía provocar cambios bruscos en los resultados.

			De esta última consulta, el Gobierno de Azaña concluyó que su derrota se había debido a la falta de coordinación electoral entre los republicanos y el PSOE, abundando en el argumento de que el triunfo de las derechas era fruto de la persistencia del caciquismo en ciertas circunscripciones castellanas o vascas, poco importantes además porque eran las que menos escaños elegían en unas elecciones a Cortes. Lo importante era que en las provincias con muchos escaños —concentradas en el centro-sur, el litoral mediterráneo, Galicia y Asturias—, republicanos y socialistas aún sumaban, de presentarse juntos, la mayoría. Es decir, el sistema electoral de 1931 continuaba siendo válido mientras las izquierdas mostraran más fuerza que las derechas justo allí donde la victoria estaba más sobrevalorada en cuanto a número de diputados. Y es que, como observaba agudamente Alcalá-Zamora: «Para tener una mayoría parlamentaria, bastan unas decenas de millar de votos (ni siquiera hacen falta las centenas de mil), repartidas afortunadamente […] en las doce o catorce grandes circunscripciones, aun cuando la mayoría de las otras supongan muchísimos más votos» [64].

			De ese análisis de parte, que prescindía de la creciente capacidad movilizadora del centro-derecha en las grandes circunscripciones, nacería la reforma de julio de 1933. Esta agravó la desproporción en el reparto de los escaños respecto de 1931, tanto en las elecciones a Cortes como en las municipales. Fue entonces cuando se añadió el umbral del 40 %, para disuadir a republicanos y socialistas de concurrir por separado. Las coaliciones así forzadas tuvieron una consecuencia indirecta: la de dificultar la formación de grandes partidos, pues en contextos de lucha reñida las organizaciones pequeñas adquirían un protagonismo ajeno a su fuerza haciendo valer su decisivo puñado de votos. Con todo, los inspiradores de la reforma concedían otra funcionalidad a ese umbral y a la segunda vuelta. Si la coalición entre republicanos y socialistas no llegaba a buen puerto, al menos se privaría a las derechas de aprovecharse de esa división para ganar las mayorías, y daría una nueva oportunidad a republicanos y socialistas de reconstruir, en la segunda ronda, su coalición. Como reconoció Azaña en las Cortes, querían evitar el «peligro» de una «posible dispersión de las candidaturas republicanas y socialistas […] y su derrota por una candidatura antirrepublicana y antisocialista, minoritaria, que represente mucha menos fuerza que todas las demás […] si se hubieran sumado en una coalición» [65]. 

			Así las cosas, la segunda vuelta contribuía a desvirtuar la protección a las minorías que, paradójicamente, había motivado la introducción del voto limitado durante la Monarquía liberal. Con un sistema de partidos fragmentado, esa vuelta castigaba especialmente a las candidaturas que mostraban fuerza suficiente para ganar las elecciones en alguna circunscripción pero no alcanzaban el 40 %, pues daba la oportunidad a los perdedores de agruparse contra el vencedor para arrebatarle las mayorías. Igualmente, el umbral del 20 % tenía efectos negativos para el pluralismo y la representación de los derrotados, puesto que permitía que una coalición de partidos obtuviera, con solo un 40 % del voto, todos los diputados de una circunscripción o, al menos, decidiera quiénes se llevaban los escaños de las minorías.

			Desde luego, más que otorgar un leve refuerzo al partido triunfante, algo comprensible en términos de gobernabilidad, lo que estimulaba el sistema electoral era la formación de coaliciones con mayorías parlamentarias abrumadoras, a costa de una drástica infrarrepresentación de las oposiciones. Un reparto tan desproporcionado de los escaños tenía, además, la consecuencia perversa de crear la ilusión de que los vencedores recibían un mandato aplastante a favor de su programa. Todo esto se había evidenciado con rotundidad en las anteriores elecciones de 1933. Los conservadores, con 4 millones de votos, alcanzaron 206 escaños, y las izquierdas, con 2,8 millones, 59. El centro, constituido sobre todo por el Partido Radical, llegó a 1,6 millones de votos, pero obtuvo 113 escaños gracias a que, ya en la primera vuelta, rentabilizó su alianza con la CEDA y los agrarios en una decena de circunscripciones. Las distorsiones se incrementaron aún más con la segunda vuelta. Sin ella, las izquierdas habrían sumado 54 escaños, por 32 de las derechas y nueve del centro. Pero la unión del Partido Radical y la CEDA en las circunscripciones donde, aun sin sobrepasar el 40 %, habían triunfado los socialistas hizo que las izquierdas sumaran solo 33 escaños, mientras que el centro-derecha se llevó los 62 restantes [66].

			Pese a esos resultados, solo Martínez Barrio, en el campo del centro-izquierda, abogó abiertamente por la reforma electoral. Los dirigentes del PSOE e IR se negaron, sin embargo, a participar en las ponencias parlamentarias. Azaña rechazaba toda crítica a la ley vigente y, como Prieto, atribuía la derrota a la desunión de las izquierdas. En sus mítines censuró como «leyes de partido», «genuinamente caciquiles» y destinadas a «amañar un sistema de elección con el que las fuerzas de izquierda jamás pudieran obtener la mayoría en las circunscripciones de España» los proyectos de reforma electoral del bloque de centro-derecha [67]. Los partidos que lo formaban habían llegado, en el segundo semestre de 1935, a un consenso parcial sobre la conveniencia de subdividir las circunscripciones de más de diez escaños, de reducir el premio a las mayorías y de suprimir la segunda vuelta [68], lo que de por sí habría rebajado notablemente las distorsiones descritas. 

			No obstante, la cerrada oposición de las izquierdas a modificar las reglas es inteligible desde el punto de vista de sus intereses electorales. Pese al crecimiento de las derechas, los resultados de 1933 continuaban confirmando sus previsiones de que el sistema electoral les favorecía más que a sus rivales, siempre que alcanzaran a concentrarse en un bloque cohesivo. Si lo hacían, el sistema parecía garantizarles la prima a las mayorías en una veintena de circunscripciones, especialmente las que elegían más escaños, y prácticamente todos los cupos de minoría en las restantes. Lo entendía perfectamente Prieto al persuadir a sus correligionarios de la necesidad de una amplísima coalición electoral, pues la ley electoral estaba «encaminada, sobre todo, a favorecer el predominio de las izquierdas» [69].

			Pero es que, además, la situación política en el segundo semestre de 1935 hacía suponer a los dirigentes socialistas y del centro-izquierda que sus adversarios no podrían oponer una coalición tan amplia como la que ellos intentaban fraguar. Los llamamientos a la unión de las derechas se veían frustrados por las recurrentes disputas entre los monárquicos autoritarios y la CEDA. Al tiempo, el bloque gubernamental de centro-derecha se había debilitado por la crisis del Partido Radical y la colaboración de agrarios, liberal-demócratas y la Lliga con el primer Gobierno Portela. A finales de año, la división de sus rivales otorgaba a las izquierdas una oportunidad de restaurar la primacía perdida en 1933, sacando partido del sistema electoral. Azaña no se recató de manifestarlo ante los suyos en el mitin de Comillas: 

			¡Estaría bueno que habiendo elaborado una ley mayoritaria, pensando en una coalición que después se rompió, y habiendo sufrido nosotros los perjuicios que esa ley nos produjo el año 1933, ahora que esas ventajas de la ley mayoritaria van a funcionar a favor nuestro, estaría bueno […] que nos prestáramos a su derogación y sustitución por otra que viniese a destruir la mayoría republicana del porvenir! Todo lo que venga del Gobierno actual con vista a la reforma electoral es para nosotros sospechoso […] porque ellos se ven en derrota […] y todo lo que propongan tiende a disminuir el triunfo de las izquierdas [70].

			


		
			
2
DE LA COALICIÓN DE IZQUIERDAS 
AL FRENTE POPULAR


			La entente de las izquierdas que acabó denominándose Frente Popular fue fruto de un complejo proceso negociador que se abrió a fines de diciembre de 1935 y que no culminó hasta principios de febrero de 1936. Un proceso exitoso, por cuanto logró encauzar en una coalición unida y cohesionada al centro-izquierda republicano y a la izquierda obrera, finiquitando así el dilema entre las tácticas del «frente obrero» y el «frente republicano» que había acuciado a las fuerzas de oposición durante el segundo bienio. Pero estuvo preñado de dificultades por cuanto hubo que conjugar aspiraciones programáticas opuestas y reducir las pretensiones de los diversos partidos en el reparto de un número limitado de candidaturas.

			LOS SOCIALISTAS SE COALIGAN


			El 16 de diciembre de 1935 debía celebrarse en Madrid una trascendental reunión del Comité Nacional del PSOE. Allí se iba a ventilar el tipo de alianza electoral en el que se implicarían los socialistas. Para entonces, la organización y sus dirigentes habían adquirido una libertad de movimientos casi total. Paradójicamente, eso propició que se ahondaran y publicitaran las disensiones internas. En los meses previos ya se habían hecho explícitas las disputas entre la izquierda caballerista y el reformismo besteirista, tendencias que hasta poseían prensa propia, Claridad y Democracia, respectivamente, al margen de las publicaciones oficiales del partido. Caballero insistiría en acusar a Besteiro de oponerse al «movimiento salvador de Octubre» y de actuar en connivencia con los gobiernos de centro-derecha para organizar un PSOE «de Orden», purgado de «revolucionarios forajidos». Y no se privó de criticar el buen trato que otorgaban los jueces a los reformistas, y la tolerancia para con Democracia, ignorando que esa tolerancia gubernativa había beneficiado igualmente a Claridad y otros medios periodísticos afines [71]. 

			En esa línea, el semanario caballerista exigió a lo largo de 1935 la expulsión del partido de Besteiro y sus seguidores, a los que consideraba traidores por solicitar el retorno de los socialistas a las Cortes y la renuncia explícita a la dictadura del proletariado y la táctica insurreccional. La disociación era tal que, en un solo día (9 de diciembre), los caballeristas Sarmiento y Acuña reivindicaban «Octubre» en Málaga y defendían la unificación del PSOE con los comunistas, al mismo tiempo que Besteiro alertaba en Gijón de los «errores utopistas» en los que incurriría el partido si se glorificaba la insurrección y se convergía con el PCE. Sin embargo, el enfrentamiento era desigual. El reformismo era una tendencia en retirada dentro del PSOE, que solo podía aspirar a mantener sus débiles posiciones y sortear el empeño de sus adversarios en expulsarles. La izquierda socialista era, por el contrario, un valor al alza, con serias posibilidades de ganar el futuro congreso del partido. Ese mes de diciembre de 1935, un Besteiro cada vez más aislado hizo patente su disconformidad con la Ejecutiva y la dirección del grupo parlamentario. Decidió dejar su cargo en la Comisión Permanente de las Cortes y se desmarcó del retraimiento participando en la ronda de consultas abierta por Alcalá-Zamora durante la crisis que llevó al primer Gobierno Portela [72].

			A la guerra entre «caballeristas» y «reformistas» se le superpuso un nuevo conflicto abierto: el creado con la dimisión de Caballero de la presidencia del PSOE ese 16 de diciembre, a la que siguió días más tarde la de sus afines de la Ejecutiva. Como se verá, supuso una nueva grieta en la ya maltrecha unidad del partido, sobre todo porque dejó patente la negativa de la izquierda socialista a convivir en los órganos de dirección con el sector afín a Indalecio Prieto. A partir de la dimisión de Caballero, este y los suyos no se cansarían de exigir la renovación completa de estos órganos, y llegaron a promover un referéndum en las agrupaciones del partido para expulsar de ellos a los prietistas y a los que, no siéndolo, se habían opuesto a las tesis del dimitido. La respuesta de estos sería atrincherarse en sus puestos y resistir los embates de sus rivales, conscientes de que por entonces los caballeristas parecían tener mayor predicamento que ellos entre los cuadros del partido. 

			Con todo, el llamado «centrismo» no constituyó una tendencia más o menos visible hasta el 4 de enero de 1936. Ese día, El Socialista publicó una carta enviada por destacados dirigentes del partido —como Luis Jiménez de Asúa, Ramón González Peña, Juan Negrín o Julián Zugazagoitia— al presidente en funciones, Remigio Cabello, donde denunciaban la radicalización doctrinal y táctica de la izquierda socialista. También se quejaban del intento de Besteiro y sus «reformistas» de «deducir a su favor las consecuencias del glorioso movimiento de octubre», criticándoles su explícita renuncia al insurreccionalismo. Los centristas afirmaban que tales disputas habían degenerado en querellas públicas, dañosas para la cohesión del partido. Esta interposición entre ambas tendencias es la clave del centrismo, una denominación que rechazaban los firmantes de la carta. Como apuntó Vidarte, ese calificativo era cosa de los caballeristas, que así llamaban a los «partidarios de la coalición con los republicanos» según las orientaciones de Prieto. Los prietistas pretendían reivindicar el oportunismo táctico del PSOE como santo y seña de la organización desde los tiempos de Pablo Iglesias. Y se diferenciaban a sí mismos de la izquierda y de los «reformistas» en que, sin repudiar la «acción revolucionaria», concebían que «reforma y revolución, legalidad e ilegalidad, no son […] términos antitéticos cuando se saben conjugar inteligentemente» [73]. Postura poco consistente que, como se verá, acabaría por diluirse ante el inflamado discurso revolucionario de los caballeristas en la campaña electoral. Más aún cuando estos demostrarían, aceptando una coalición circunstancial con los republicanos, no ser ajenos a un cierto oportunismo. Claro que la ambigüedad del centrismo constituía la única alternativa real a la izquierda socialista, habida cuenta de que las posturas inequívocamente legalistas apenas tenían predicamento entre los cuadros del PSOE.

			En todo caso, la dimisión de Caballero y la subsiguiente ruptura entre «izquierdistas» y «centristas» no se planteó en torno a la coalición electoral con los republicanos. De hecho, en la citada reunión del Comité Nacional ya se conoció que la consulta de marzo de 1935 a las agrupaciones había dado un resultado muy favorable a la alianza, siempre que en ella participasen los otros partidos obreros. En noviembre, además, Caballero y los suyos habían contestado afirmativamente la propuesta de una coalición con los republicanos, especialmente cuando Azaña aclaró que no pondría objeciones «de principio» a la inclusión de la extrema izquierda en el frente electoral. No obstante, a diferencia de Prieto, los caballeristas querían la coalición electoral, en exclusiva, para liberar a los presos, castigar a los responsables de la «represión», procurar la readmisión de los obreros despedidos por «Octubre» y propiciar una situación de izquierdas más favorable a sus objetivos revolucionarios. El 11 de diciembre el panorama había quedado despejado cuando la dirección de UGT, controlada por el caballerismo, sancionó la coalición. Por entonces, la actitud del sindicato era fundamental, pues constituía el verdadero sostén electoral del PSOE [74].

			Sí que hubo, sin embargo, lucha entre caballeristas y prietistas en torno al control de la negociación electoral. Antes del Comité Nacional, había sido la izquierda socialista la que había tratado de consolidar una posición ventajosa implicando en ellas no solo al PSOE, sino a la UGT y a la Federación de Juventudes Socialistas, que controlaban, y a sus entonces aliados del PCE y la CGTU. Más aún, la Ejecutiva socialista invitó a todas esas organizaciones a discutir el programa político que debía ser la base de negociación conjunta con los republicanos. El 20 de noviembre aquella llegó a aprobar un proyecto, que se remitió a las demás fuerzas obreras [75].

			En principio, el texto imposibilitaba toda confluencia con el centro-izquierda. El programa de las «fuerzas obreras», en su versión final, apenas se desligó del revolucionario de octubre de 1934. Sus puntos más sobresalientes eran: la derogación de todas las leyes sociales promulgada por las Cortes de centro-derecha y el restablecimiento en bloque de las vigentes entre 1931 y 1933, que debían acompañarse de sanciones penales para los patronos que las incumplieran; el control obrero de la industria y el comercio; la nacionalización de la Banca; la expropiación de las fincas rústicas grandes y medianas, para entregarlas a las sociedades obreras; la creación de una milicia civil armada con afiliados a los partidos republicanos y obreros; el restablecimiento del Estatuto de Cataluña y su extensión a otras regiones, y el establecimiento de relaciones con la Unión Soviética. 

			A estos puntos se añadió una amplísima amnistía que debía alcanzar a todos los revolucionarios condenados desde abril de 1934, incluyendo explícitamente a los que cometieron delitos comunes o relacionados con la tenencia, fabricación o uso de explosivos. Igualmente, se destruirían los ficheros policiales y se compensaría con subsidios a las familias de los obreros muertos por los «excesos» de la represión. No se concedería ese trato, sin embargo, a los agentes de la fuerza pública que defendieron el orden constitucional, a los que se impondría «sanciones civiles y penales». A iniciativa de la UGT se incluyó en la propuesta obrera la readmisión en sus puestos de trabajo de todos los «seleccionados» y despedidos por «Octubre», esto es, los que holgaron en solidaridad con el movimiento insurreccional. 

			Los comunistas lograron, además, introducir en este «programa obrero» varias de sus propuestas, hasta adecuarlo prácticamente al del Bloque Popular Antifascista. No consiguieron que las milicias estuvieran constituidas exclusivamente por elementos «obreros y campesinos», descartando a los afiliados republicanos. Pero sí la derogación de las leyes de Orden Público y de Vagos y Maleantes, la implantación del «impuesto progresivo sobre la renta y los beneficios industriales», la «confiscación sin indemnización de las tierras de señorío, de los ex nobles, de los grandes terratenientes y de la Iglesia» y su entrega inmediata y gratuita a las sociedades obreras, la «devolución a los ayuntamientos de los bienes comunales», el «subsidio de los obreros en paro forzoso», la «expulsión de las órdenes religiosas y confiscación de sus bienes en beneficio del Estado», la «instrucción laica obligatoria», la «disolución» de los institutos armados «odiados por el pueblo» —en clara referencia a la Guardia Civil—, la depuración política del Ejército y de los funcionarios civiles eliminando a «monárquicos, fascistas y enemigos del pueblo», y «medidas activas» para asegurar el «desarme y disolución» de los partidos conservadores. Medidas todas que serían suscritas por representantes del PSOE, UGT y Juventudes Socialistas, y llevadas acto continuo por los comisionados obreros a las negociaciones con los republicanos. Desde luego, que ese programa fuera aprobado tal cual, como se verá, por la Ejecutiva prietista dejaba entrever que, en punto a radicalismos, había pocas diferencias sustanciales entre centristas y caballeristas [76].

			No obstante, personalmente, Prieto no se había privado de criticar ese texto el 28 de noviembre, en carta a la dirección socialista, del mismo modo que había rechazado el empeño de los caballeristas de comenzar negociando con las fuerzas obreras y no incluir también a los republicanos. La crítica no era baladí, especialmente si se tiene en cuenta que lo extremoso del programa por fuerza escoraba a la izquierda la posición del PSOE, dificultando la coalición electoral con los republicanos y haciendo inviable una futura colaboración parlamentaria. Prieto descalificó también el protagonismo de las Juventudes y criticó la inconsecuencia de que los caballeristas propusieran un programa revolucionario y no quisieran, sin embargo, implicarse en responsabilidades de gobierno. Por ello era absurdo exigir a los republicanos medidas «en pugna con el ideario burgués», y por ello debía procederse «con gran flexibilidad, contentándonos, si no fuera posible lograr aspiraciones socialistas, con radicalismos burgueses» [77].

			Con esta disonancia como telón de fondo, Prieto, formalmente huido de la justicia por su implicación en la insurrección de 1934, decidió asistir al Comité Nacional del 16 de diciembre de 1935. Caballero no se recató en expresar irónicamente su asombro por la «facilidad» con la que su correligionario pasaba la frontera «sin ser visto por la policía». En realidad, este se movía por España desde octubre de 1935 sin que los gobiernos, que conocían su presencia en el país, hicieran nada por detenerle, hecho que habla por sí mismo sobre la tan manida política «represiva» del centro-derecha [78].

			En la reunión hubo ya un primer enfrentamiento entre Prieto y Caballero sobre la coalición con los republicanos, pues el segundo defendió un entendimiento sin compromisos posteriores que obligaran al PSOE a apoyar constantemente a la «izquierda burguesa». Caballero llegó a acusar veladamente a su rival de pretender uncir a los socialistas «al carro republicano». Fue tras esa discusión cuando, la misma tarde del 16, Caballero anunció su dimisión al resolverse contra su criterio una cuestión reglamentaria: la relación del grupo parlamentario con la dirección del partido, algo que tenía mucho que ver con la cuestión de la alianza. Prieto había presentado una propuesta en la línea de reforzar la influencia de la dirección en las deliberaciones de los diputados. Si estos se dirigían en consulta a la Ejecutiva, esta debía dar su opinión para orientar a la minoría. Si el asunto a tratar se consideraba de especial relevancia, entendería de él el Comité Nacional. Caballero se opuso porque, en su opinión, se vulneraban los estatutos del partido. Puesta a votación, la propuesta de Prieto triunfó y, acto continuo, Caballero anunció que dejaba su puesto de presidente [79].

			Inmediatamente, la izquierda socialista interpretó la propuesta de Prieto como una maniobra para hacer renunciar a Caballero y obtener el control de la Ejecutiva y, con ella, de las negociaciones para la coalición electoral [80]. Recordaron que una propuesta similar, el 1 de octubre de 1934, ya había provocado la dimisión de Caballero, si bien entonces el Comité Nacional volvió de su acuerdo para no afrontar la revolución con el partido descabezado. Fuera o no verosímil, lo cierto es que la propuesta de Prieto tampoco era inoportuna en aquellas circunstancias. Cobra sentido, y adquiere notoria importancia, si se encuadra en el futuro papel de la minoría en la alianza parlamentaria con los republicanos y en la disputa entre Prieto y Caballero por incrementar su influjo en ella. Como aquel parecía tener mayor influencia sobre la Ejecutiva y el Comité Nacional de entonces, aumentar la intervención de ambos sobre los diputados podía concederle cierta ventaja estratégica [81]. 

			Resulta evidente, acudiendo a los estatutos, que la propuesta de Prieto no era antirreglamentaria, sino que cubría un vacío legal. El mismo Caballero también era partidario de restar autonomía a los diputados respecto a la dirección nacional, en un sentido más extremo incluso que la propuesta prietista, de forma coherente con su proyecto de bolchevizar el partido. Pero no quería anticiparse hasta expulsar a los prietistas de la dirección nacional en el próximo Congreso. Hasta entonces, como creían que su tendencia era la mayoritaria, los caballeristas pensaban que obtendrían la parte del león de la futura minoría parlamentaria y no deseaban interferencia alguna de unos órganos nacionales que aún no les eran adictos [82].

			La marcha de Caballero, y la de sus partidarios por solidaridad con su líder, era una contrariedad para la solidez de la futura coalición de izquierdas, pues implicaba que, sin romper formalmente la disciplina de partido, la izquierda del PSOE no se avendría a acatar los acuerdos del Comité Nacional que lastraran sus intereses de grupo. Desde luego, era previsible que no se dejaran uncir a un compromiso post-electoral con los republicanos que reforzara las posiciones de los «centristas». Prieto había ganado únicamente una batalla de una guerra con resultado incierto, donde no solo se ventilaría el futuro del PSOE, sino también el del Frente Popular como instrumento parlamentario y gubernamental. 

			Por de pronto, la división era tan honda, y la aspiración de «depurar» el partido tan extendida entre los caballeristas, que estos ya no consideraron otra estrategia que centrarse en la batalla interna, declarar facciosa la Ejecutiva prietista y forzar la convocatoria de un congreso extraordinario. No habría tregua siquiera en periodo electoral, aun cuando las disputas pasarían a un segundo plano conforme se acercó el día de votación. La izquierda socialista ignoró la orden de dejar de publicar Claridad, que continuó ejerciendo de ariete contra «centristas» y «reformistas», y abanderó una campaña en pro de la dimisión de la Ejecutiva y el Comité Nacional, solicitada incluso por la dirección de las Juventudes. Los caballeristas optaron, además, por formas de presión tan explícitas como el abucheo que recibió Manuel Cordero, miembro de la Ejecutiva y comisionado en las negociaciones electorales, en el Cinema Europa (22 de diciembre), que le impidió terminar su discurso [83]. Poco más podían hacer, sin embargo, ante la resolución de la dirección prietista de no dimitir. A la espera del futuro congreso, la izquierda socialista solo podía hacer valer su fuerza para torpedear los planes de su rival, iniciar la pugna por el control de las federaciones provinciales y, por supuesto, el del futuro grupo parlamentario presentando sus propios candidatos a las antevotaciones, una suerte de primarias abiertas a la militancia socialista.

			Con la marcha de los caballeristas y la sustitución de Caballero por el vicepresidente Remigio Cabello, afín a Prieto, este pudo reconducir la alianza electoral a una fórmula parecida a la que había pergeñado con los dirigentes republicanos. Pero tuvo que hacer concesiones a sus compañeros de partido susceptibles de obstaculizar, a priori, el entendimiento. Por de pronto, el Comité Nacional se negó, en la línea marcada por Caballero, a admitir cualquier disminución en el número de escaños que, en principio, pudiera corresponder al PSOE por su fuerza electoral. Ligado a eso, también prohibió que se presentara un mismo candidato por varias circunscripciones y recomendó excluir a los inhabilitados por cumplir condena en firme —como se verá, una medida polémica—. Además, Prieto no se opuso a que el programa conjunto de las fuerzas obreras, iniciativa de los caballeristas, fuera aprobado como ponencia para la negociación con los republicanos. Con todo, este indujo a los comisionados del partido en esa negociación, Cordero y Vidarte, a suavizar sus términos para no impedir el acuerdo. A fin de cuentas, no serían ellos, sino los republicanos, los que administrasen la victoria electoral [84].

			UN ACERCAMIENTO NEGATIVO Y CONDICIONADO


			Si la dirección del PSOE estaba bajo la presión de la izquierda, los dirigentes republicanos intentaron, al contrario, reafirmar su identidad y proyecto propios respecto de sus potenciales aliados. Se trataba de rechazar la acusación de sus adversarios conservadores de que el centro-izquierda, sin apenas fuerza electoral, actuaría como simple testaferro de los revolucionarios de «Octubre». Y de atraer al electorado republicano que había juzgado excesiva la alineación de Azaña con los socialistas, dándoles la espalda en las elecciones de noviembre de 1933. Por eso, Martínez Barrio avisó, en un mitin en Gandía (Valencia), que había «que dar al Gobierno de izquierdas […] margen suficiente de confianza para que pueda realizar una labor eficaz», pues las «impaciencias» de las izquierdas no debían provocar en España una situación parecida a la de Hungría, Italia o Austria: «Si los republicanos desaprovechamos la coyuntura que se nos brinda, la República se habrá perdido». Y se reafirmó en sendos actos en Medina del Campo y Zaragoza el 20 y 22 de diciembre, donde advirtió a los socialistas que los republicanos no abdicarían de su personalidad para servir otros intereses, ni les apoyarían si «se separaran de la legalidad». Más explícito todavía, Gordón Ordás les pidió que no dificultaran su gestión «con ninguna clase de actos revolucionarios», ya que sería «trágicamente doloroso […] para un Gobierno republicano de izquierdas tener que enfrentarse en la calle con un movimiento revolucionario de tipo obrero» [85].

			Ciertamente, los políticos más centristas dentro del republicanismo podían manejar este discurso con comodidad, habida cuenta de que en 1933 ya habían criticado la conjunción permanente con los socialistas y defendido un Gobierno exclusivamente republicano. Era el mismo planteamiento que Lerroux popularizó durante el primer bienio: la República debía gobernarse «en republicano», fórmula que por entonces había pasado por una coalición entre sus radicales y los republicanos de izquierda. Los dirigentes del centro-izquierda igualmente recogieron otro célebre lema «lerrouxista»: la recuperación de la «República del 14 de abril», fórmula que también había servido para impugnar la desmedida influencia del PSOE durante el primer bienio. El mismo Azaña no se privó de usar esos lemas, si bien reinterpretados contra Lerroux y su alianza con la CEDA. La presencia de la derecha católica era ahora la que impedía que el régimen pudiera gobernarse «republicanamente»: de ahí la imperiosa necesidad, otra vez, de rescatar la «República del 14 de abril» [86]. Con todo, aunque el líder de IR no mostró prevención alguna hacia una estrecha alianza con el PSOE, lo cierto es que se cuidó bien de no aparecer en ningún acto público compartiendo tribuna con un socialista, a diferencia de lo que había ocurrido en 1933. Estas distancias, y la insistencia de un gobierno solo de republicanos, buscaban tranquilizar al electorado moderado.

			Pero esta reorientación era gestual, como demostró el mismo Azaña en unas declaraciones del 20 de diciembre: la coalición de las izquierdas restauraría, «perfeccionándolas», las políticas del primer bienio. No otra cosa refería Amós Salvador: en la coalición solo podrían formar «las verdaderas izquierdas y las gentes auténticamente republicanas», entre las que incluía a los socialistas, unidos a los republicanos por un «patrimonio común» que, al decir de Augusto Barcia, era «el espíritu y las esencias de la República encarnadas en la Constitución de 1931». Incluso para Martínez Barrio, la recuperación del régimen también era «llenarlo de sustancia» con las políticas de izquierda, mostrando así «las diferencias que separan a los regímenes monárquicos de los republicanos». Porque, para Marcelino Domingo, las políticas del centro-derecha «pudrieron el alma de la República dándola un alma monárquica» [87]. 

			Nada de esto era mera retórica para el consumo de sus seguidores. Ignorando las consecuencias políticas y electorales de 1933, y como dejaron patentes su manifiesta ruptura con las instituciones en octubre del año siguiente, las izquierdas republicanas continuaban ligando la República al desenvolvimiento de su propio programa y considerando fuera del régimen a quiénes postulaban alternativas distintas, aun las compatibles con las libertades civiles y el principio parlamentario. Así, el bloque de centro-derecha no eran sino intrusos que se habían adueñado de unas instituciones en las que por principio no tenían cabida. Esa concepción patrimonial hacía inteligible los duros epítetos dirigidos, no a los monárquicos, sino a los «emboscados» de la CEDA y a los sedicentes republicanos, «falsificadores de la democracia» que habían «traicionado» al régimen aliándose con los católicos. En un editorial canónico, por cuanto sus argumentos se repetirían hasta la saciedad en la campaña electoral, el órgano de IR, Política, definió el «vaticanismo» de la CEDA como una modalidad de «fascismo antirrepublicano» [88].

			Con todo, aún compartida, la patrimonialización de la República y la descalificación del centro-derecha era menos aguda en UR que en IR. En sus mítines de diciembre, Martínez Barrio lamentó públicamente que las luchas políticas se llevasen «al punto dramático donde no haya más que dos posiciones: la de ser yunque y aplastado o la de martillo y vencedor». Desde Murcia, Moreno Galvache deseaba la alianza con las fuerzas obreras «para incorporarlas de nuevo a la lucha política legal», pero avisó que desde UR no se consideraba “enemigos a otras fuerzas políticas situadas a nuestra derecha […] los enemigos a quienes hay que exterminar son solamente los que pretenden destruir la democracia; los demás serán adversarios políticos». Claro que en esa derecha respetable no se incluía a la CEDA, que no había hecho una declaración de republicanismo [89].

			Desde IR no se daba siquiera esa posibilidad, por fútil que fuese, de que los cedistas pudieran avenirse con la República a cambio de renunciar a la revisión constitucional. La CEDA era fascista per se y, por tanto, debía reputarse falsa cualquier aceptación de la República por sus dirigentes. Así las cosas, no cabía más solución que combatirla sañudamente. Era indudable que existía, aquí, cierta convergencia entre estas tesis y los postulados de la «revolución democrático-burguesa» de los comunistas. Contra el peligro fascista que representaba Gil-Robles, había que formar «un extenso y potentísimo frente democrático» que uniese a «las izquierdas republicanas y las fuerzas obreras que estén dispuestas a defender la Constitución y con ella las libertades democráticas». La misión del «frente» no era solo ganar unas elecciones, sino hacer «retroceder el fascismo para siempre jamás», expulsando a las derechas de la legalidad y no otorgándoles otro trato «que el debido al enemigo encarnizado y felón» [90]. 

			Si asumiendo un discurso exclusivista esos sectores de IR pensaban que estrecharían lazos con las izquierdas obreras y las reorientarían por las vías legales, los dirigentes de estas se encargaron pronto de sacarles del error. Como cabía esperar, la izquierda del PSOE hizo todo lo posible por subrayar las diferencias «de clase» que la separaban de sus «aliados circunstanciales». Días más tarde de su dimisión, Claridad publicaba unas declaraciones de Caballero favorables a llevar a la negociación con los republicanos la nacionalización de la Banca y de la propiedad agraria, y de reflejar en el programa máximo la «dictadura del proletariado», para la que no se exigiría otro concurso a las fuerzas «burguesas» que desaparecer voluntariamente: «¿Podremos admitir la oposición de la clase adversaria, dándole intervención? De ninguna forma». Además, el caballerismo advirtió que no haría borrón y cuenta nueva con las «bochornosas colaboraciones» de la izquierda republicana con el Partido Radical, que permitieron la toma del poder por la «reacción» en 1933. «Responsabilidades son estas», apuntaba Claridad, «sobre las que lo discreto es guardar ahora silencio, mas en la inteligencia de que discreción no debe confundirse con olvido». Ya se sustanciarían pasadas las elecciones y conseguida la amnistía, momento en que el PSOE se apartaría de cualquier alianza con la burguesía para caminar hacia «la total fusión de toda la clase proletaria» [91]. No era cosa del periódico. Mensajes como esos proliferarían en los mítines socialistas.

			Bien es verdad que los comunistas se mostraban menos displicentes con la alianza, aunque explicitaron su rechazo a un acuerdo que hiciera perder al PCE «su fisonomía o su libertad de iniciativa para la defensa de sus puntos de vista y de su ideología». Pues, aunque estaban «por el Frente Popular como coordinación de esfuerzos antifascistas», obviamente sus objetivos diferían sustancialmente de los republicanos. No ocultaron a nadie que concebían la coalición como el medio de poner en marcha la revolución democrático-burguesa que finiquitaría la España conservadora. Como José Díaz reveló a El Heraldo: «Para derrotar y hundir al fascismo no hay que andarse por las ramas. Hay que destrozar su base económica. Vea usted los grandes terratenientes y aristócratas que bien van a caballo de la Ceda […]. Un elemental deber de justicia social impone confiscar, sin indemnización, los bienes de estos señores y entregarlos al pueblo. De estos señores y de otros como ellos. Sin perder de vista las actividades reaccionarias de altos dignatarios de la Iglesia, soporte de la Ceda. Quitando a estos elementos su base material, el fascismo recibirá un golpe de muerte. Que debe ir acompañado de la disolución de las organizaciones fascistas y monárquicas […]», bien entendido que «el partido comunista no ha descansado un solo momento en señalar el peligro de la Ceda, partido fascista» [92].

			Frente a esto, los socialistas centristas no ofrecían a los republicanos más que el retorno «a nuestras tradiciones». Para el presidente en funciones del PSOE, Remigio Cabello, consistían en la «conjugación inteligente […] de reforma y revolución, de legalidad e ilegalidad. Es decir, oportunismo; esto es, marxismo». En Navalmoral (Cáceres), Jiménez de Asúa ilustró las palabras de Cabello (15 de enero). Con la vista puesta en el objetivo final, la instauración del «marxismo», los socialistas debían ser «oportunistas» y tenían «que ir a las elecciones y al Parlamento, aunque este sea una cuadra, para defender los intereses y reivindicaciones inmediatas de la clase trabajadora». Por tanto, el retorno a la legalidad del PSOE no garantizaba finiquitar la vía subversiva. Cierto que los centristas se empeñaban en sacar al partido del callejón sin salida del retraimiento parlamentario. Además, como se vio, el declive del reformismo de Besteiro mostró que era difícil atraer a los socialistas a una nueva experiencia de colaboración con la «República burguesa» con un discurso inequívocamente legalista. Pero esto evidenciaba la popularidad de la izquierda del PSOE y de sus posiciones netamente rupturistas dentro del partido. Cabe plantearse si la ambigüedad de los «centristas», aun cuando se orientase a minar las posiciones caballeristas, no reforzaba la deslegitimación del régimen republicano. Además de que, por no partir de un replanteamiento público de la táctica insurreccional, obstaculizaba un entendimiento estrecho con el centro-izquierda republicano con vistas a un gobierno de coalición. En este sentido, los centristas explicitaron que su acuerdo con este sector lo concebían en términos tan circunstanciales como los caballeristas. El Socialista, bajo el control de la Ejecutiva, defendía que, a diferencia de la colaboración con los «partidos obreros afines», que trascendía la acción electoral para hacerse permanente, «la unión con los partidos republicanos de izquierda se justifica […] por unas conveniencias del momento» [93].

			Si estos mensajes pudieron habilitarse para contrarrestar la ofensiva caballerista, a la espera de que la situación permitiera una interpretación más generosa de ese «oportunismo» para con la izquierda republicana, lo cierto es que, al menos en aquella campaña, los centristas ni siquiera dejaron resquicios que permitieran mínimamente adivinar un cambio de orientación. Por ejemplo, lejos de ir preparando a la militancia para la eventualidad de una participación ministerial, cuestión que Prieto simplemente había aplazado sine die porque no tocaba plantearla en ese momento, el periódico oficial mostraba en su negativa tanta rotundidad como Claridad: «No creemos que nadie piense en nuevos compromisos gubernamentales por nuestra parte. Quien argumente con eso pierde el tiempo o, lo que es peor, nos ofende a sabiendas». No debían repetirse los procedimientos del primer bienio, sino actuar de otra manera y con mayor contundencia: «¿Reconstruir? No nos interesa rebuscar entre los escombros. Preferimos crear de nuevo. Y crear de tal modo […] que estemos ciertos de que nuestros trabajos no han de venirse al suelo […] por mucho que sea el empuje que pongan en ello los adversarios». Era el corolario lógico de una autocrítica superficial, que atribuía la derrota electoral de 1933 a la suavidad de las políticas del primer bienio. Esta, conjugada con el sufragio femenino y la desunión electoral de izquierdas, permitió que una derecha en principio débil y abúlica se convirtiera en una fuerza política victoriosa. Tampoco diferían los centristas de caballeristas y comunistas en que la República no estaría consolidada mientras no se arrancase a la «oligarquía agraria y financiera», de la que los partidos conservadores eran meros testaferros, sus medios de «dominio» de la sociedad española. Que sus dirigentes no se hicieran ilusiones pues, como aclaraba El Socialista, la dimisión de Caballero no debía interpretarse como un cambio de orientación: «Con [él] en la presidencia o sin él […] nuestro Partido es el mismo que era hace año y medio» [94].

			LA PUGNA EN TORNO AL COMITÉ ELECTORAL


			En este contexto se iban a desarrollar las negociaciones entre los republicanos y el PSOE. Desde luego, al margen de los condicionamientos de una ley electoral tan mayoritaria y la pujanza de sus adversarios en las elecciones de 1933, las izquierdas tenían pocos incentivos para anudar una coalición nacional, y menos aún se atisbaban posibilidades de colaboración parlamentaria estable. Incluso si los dirigentes republicanos aceptaban el proyecto auspiciado por Prieto, las diferencias a saldar eran de mayor monto que las coincidencias. Así pudieron constatarlo los delegados nombrados, el 26 de diciembre, por los comités nacionales de Izquierda Republicana (Amós Salvador), Unión Republicana (Bernardo Giner de los Ríos) y Partido Nacional Republicano (Antonio Sacristán) para negociar con los representantes del «frente obrero». Debían conciliar el documento republicano redactado por Sánchez-Román, y retocado parcialmente a propuesta de Prieto, con el programa conjunto de socialistas y comunistas, que Vidarte y Cordero entregaron a Azaña la víspera de Navidad [95].

			Que los republicanos tomaran en consideración el programa del «frente obrero», suponía una concesión por su parte y una derrota de Sánchez-Román. Porque, en principio, los dirigentes de IR, UR y PNR no habían acordado que el programa republicano fuera negociable. Una cosa era ofrecerlo a los partidos obreros y atender sus peticiones siempre que fueran compatibles con sus cláusulas, y otra un tira y afloja que tendría, al otro extremo, una propuesta conjunta de los socialistas y los comunistas. Por ello resultó sorprendente que la prensa republicana anunciara que el programa obrero, revisado por Azaña, Martínez Barrio y Sánchez-Román en la sede del PNR al mediodía del 26 de diciembre, fuese aceptado como base de discusión. El documento había causado malestar y algunos dirigentes republicanos no dudaron en expresar un rechazo frontal. Para disipar el mal ambiente, Martínez Barrio hubo de salir al paso de los rumores con una tajante declaración: los compromisos con las fuerzas obreras no desbordarían «la línea constitucional ni la propia y característica de las fuerzas republicanas». Claro que, con las palancas que la Constitución otorgaba para la socialización de la economía, flaca era la garantía del líder de UR. Los dirigentes republicanos no pusieron reparos, por otra parte, a la demanda socialista, previa a cualquier negociación, de una amnistía para todos los procesados y condenados por la insurrección de «Octubre». Otra exigencia previa, que la representación de cada partido en las candidaturas fuese proporcional a su «fuerza numérica», se aplazó hasta que se concretara el programa de la coalición [96].

			La pugna se centró, sobre todo, en la composición de la mesa negociadora. Los dirigentes republicanos se negaron al requerimiento de Vidarte y Cordero para que estuvieran representadas todas las fuerzas del «frente obrero». La alternativa, formulada por Martínez Barrio, era que el PSOE y la UGT asumieran la representación de las restantes organizaciones obreras. No se ventilaba una cuestión de primacía en la mesa negociadora, porque las resoluciones no se decidirían por mayoría sino por unanimidad de las fuerzas allí presentes. Pero sí el prurito republicano de no otorgar protagonismo alguno a la extrema izquierda, especialmente a los comunistas. Se trataba, también, de reforzar el peso de la fuerza menos radical dentro del «frente obrero» para que el programa y las mismas candidaturas no basculasen demasiado hacia la izquierda.

			La mesa negociadora fue inmediatamente bautizada como «comité electoral de la coalición de izquierdas». La denominación ya evidenciaba un deseo de avenencia, que contrastaba con lo ocurrido en 1933. Aunque en el comité electoral, tal y como lo planteaban los republicanos, tendrían representación cuatro partidos, la negociación se articuló realmente entre dos partes, la republicana y la obrera. Los representantes de IR, UR y PNR actuaron de forma coordinada y, para acelerar el comienzo de las negociaciones, tomaron la iniciativa de constituir el comité a mediodía del 27 de diciembre en la sede del PNR, cursando la invitación a los delegados socialistas para que se incorporaran, algo que hicieron al día siguiente.

			Sin embargo, las restantes organizaciones obreras hicieron explícito su rechazo a delegar su representación en Vidarte y Cordero, en una reunión (30 de diciembre) a la que se incorporó Ángel Pestaña en nombre del Partido Sindicalista. De hecho, conocida la constitución del comité electoral por los republicanos, los comunistas habían designado el día 28 a dos representantes, Vicente Uribe y Jesús Hernández, en nombre del PCE y la CGTU. La Ejecutiva de UGT, actuando de factocomo un partido, había elegido dos días antes a Caballero, en este caso requerida por la Ejecutiva del PSOE, que deseaba comprometer a la izquierda del partido en las negociaciones. No obstante, la UGT aprovechó también la reunión para desautorizar a los dirigentes del PSOE y expresar su «adhesión inquebrantable» al expresidente y «a la posición que viene manteniendo». El 31 de diciembre se reunieron Caballero, Jesús Hernández y Ángel Pestaña, y convinieron en solicitar su inclusión en el comité electoral. Vidarte les había entregado el programa republicano, que indignó a Caballero por su falta de correspondencia con el «obrero» y por proponer «leyes represivas»: «hubo de hacerse grandes esfuerzos para que las organizaciones proletarias no se desentendiesen», pero el presidente de UGT arguyó que no rompieron porque «la amnistía las sometía» [97]. 

			En ese impasse, impuesto por la propia dirección del PSOE al comunicar a los republicanos que «negociar con ellos significaba hacerlo con todas las fuerzas obreras», Azaña, Martínez Barrio y Sánchez-Román se reunieron el día 3 de enero y acordaron insistir en que las fuerzas obreras que habían acordado la propuesta programática con el PSOE debían «abstenerse de entablar negociaciones con las fuerzas republicanas y, en cambio, dirigirse al partido socialista». Los republicanos aceptaban la presencia de Caballero en nombre de la UGT, pero a nadie más. Como Vidarte y Cordero se mostraban inclinados a ceder, Caballero, temiendo una ruptura del incipiente «frente obrero», rechazó formar parte del comité y encomendó la representación de UGT al PSOE, pero no sin quejarse del nuevo «desaire» que le hacían los republicanos. Su firmeza en este punto les había dado buen resultado, aun con el precio de que la izquierda socialista se autoexcluyera de las negociaciones. El 6 de enero, todas las organizaciones obreras aceptaron que el comité electoral se compusiera de los tres delegados republicanos y los dos socialistas, pero a cambio de que estos actuaran conforme a lo que previamente acordaran todas ellas. El «frente obrero» quedó, además, encuadrado en otro comité paralelo al que los delegados socialistas debían dar cuenta de lo tratado con los republicanos [98]. 

			Con todo, consta que a una parte de las reuniones del comité electoral llegarían a asistir, además de Vidarte y Cordero, el sindicalista Marín Civera y el propio Caballero. Y es que, pese a sus quejas, tuvieron mejor suerte que otras formaciones republicanas que habían decidido adherirse a la coalición electoral. Era el caso de la Izquierda Radical-Socialista, de la Izquierda Federal o del Partido Democrático Federal. Pero el veto de Azaña a todas esas fuerzas, que durante el primer bienio habían formado en la oposición a su Gobierno, las dejó al margen de las negociaciones [99].

			
¡AMNISTÍA!


			El comité electoral comenzó sus trabajos dando redacción definitiva a los puntos que los socialistas consideraban condición sine qua non para el pacto nacional: la amnistía y las «reparaciones» por «Octubre». Los republicanos los tenían ya asumidos y, por tanto, el acuerdo sobre esta cuestión permitió anudar la colaboración electoral sobre alguna base programática. Eso no eludiría el choque posterior entre los representantes republicanos y socialistas respecto de otras cuestiones. Caballero se exasperaría ante el rechazo «sistemático» que los vocales de IR, UR y PNR mostraban a las propuestas del programa obrero y varias veces se llegó a un punto muerto en la negociación [100].

			Con todo, en esta primera cuestión, Vidarte y Cordero obtuvieron concesiones importantes. Los representantes republicanos acabaron aceptando la propuesta obrera y abandonaron las salvedades y precauciones que habían introducido en la suya propia. Solo lograron sustituir una terminante amnistía de los «delitos comunes», por una fórmula propia, amnistiar los «delitos políticos y sociales […] aunque no hubieran sido considerados como tales por los tribunales», que dejaba intacto el fondo. Las diferencias entre una «acción revolucionaria» y un «delito común» habían sido, en la insurrección de 1934, vaporosas, por lo que no se contemplaba otra cosa que una selección política de los amnistiados. No obstante, los republicanos lograron de sus interlocutores que las «reparaciones» a las familias de las víctimas de la «represión» se extendieran igualmente a las de los revolucionarios. Más grave era que los representantes de IR, UR y PNR, futuros administradores del orden público, renunciaran a proteger a los militares y los policías de cualquier represalia por haberse opuesto a la insurrección de 1934. En su programa habían planteado que la amnistía cubriera «los delitos de la fuerza pública, una vez juzgados por los tribunales y siempre que no se trate de hechos de venganza privada», aun cuando se les inhabilitara «de modo perpetuo» para «cargos públicos o funciones de nombramiento gubernativo», lo que de por sí ya suponía un agravio comparativo respecto de los insurrectos. En el acuerdo final ni siquiera les amparaba ya la amnistía: los republicanos investigarían desde el poder las «responsabilidades concretas» en que hubieran incurrido los agentes para aclarar la «culpa individual y su castigo». Ni siquiera se discriminaba entre el maltrato gratuito a los prisioneros y los actos derivados del combate entre la fuerza pública y los rebeldes, o de la aplicación de las disposiciones del bando de guerra.

			Por otra parte, los republicanos cedieron, igualmente, en el asunto de la readmisión de los empleados despedidos. Renunciaron a incluir la precaución que ellos habían pactado previamente: «que no hubieran existido actos de violencia especial del obrero despedido contra el patrono, la empresa o los elementos de la propia industria» o la aplicación revolucionaria «de pena de muerte» por instigación suya. Igualmente desistieron de introducir alguna garantía para aminorar los perjuicios a los obreros que les habían sustituido. Para evitar su expulsión, los republicanos habían diseñado una «lista de aspirantes a ingreso en la empresa integrada con despedidos con derecho al reingreso y en orden a la antigüedad de sus servicios al patrono», a fin de proveer las futuras vacantes. A la espera de estas, el Estado prestaría «asistencia» a sus familias. Esto fue sustituido por otra tenue fórmula que delegaba en el Ministerio de Trabajo las «disposiciones conducentes a la discriminación de todos los casos de despido que hubieran sido fundados en un motivo político-social», sin que esto implicara comprometer a las organizaciones obreras en una solución concreta que sorteara las dificultades de una medida tan susceptible de acrecentar los conflictos laborales. Más aún, los miembros del comité electoral pactaron someter esos casos a los jurados mixtos que, con arreglo a la legislación anterior a noviembre de 1933, debían amparar a los despedidos. Lo que suponía, pasando por encima del Estado de derecho, anular los despidos efectuados conforme a la normativa vigente en 1934 y 1935, y entregar a la izquierda obrera, además, la decisión final sobre la readmisión [101].

			Con todo, la transigencia de los republicanos no se debió solo a la presión de los vocales socialistas, sino a sus propias ambivalencias en torno a la acción insurreccional. Su propuesta, menos extrema que la de las fuerzas obreras, dejaba entrever igualmente una discriminación entre quienes se habían alzado en octubre de 1934, que debían ser generosamente «reparados», y quienes se habían mantenido al lado del Gobierno, que no estarían exentos de «responsabilidad» por sus actuaciones. No podía ser de otra manera, habida cuenta de que los propios republicanos, estuvieran o no de acuerdo con ella, se habían mostrado harto comprensivos hacia la insurrección. No se limitaron a participar en las campañas de solidaridad con los presos, y de condena de los supuestos maltratos policiales. En sus actos públicos, en vísperas del periodo electoral, no dudaron en disculpar y hasta justificar la insurrección. Para Barcia (IR), la amnistía era «un deber de equidad y de justicia», porque «los hombres que se sublevaron» lo hicieron por «el temor de que [les] fuera […] arrebatado el régimen que el pueblo se dio». En realidad, «Octubre» «representaba […] el sentir de los verdaderos republicanos», y «una magnífica defensa del régimen y por él el régimen se salvó». «Imperativo de justicia» también denominó Martínez Barrio a la amnistía, mientras El Heraldo la reivindicaba en nombre de unos presos encarcelados «por el solo delito de tener ansia de libertad y de igualdad social». En una inversión de responsabilidades que se repetiría de forma continuada, Julio Just (IR) culpó a la CEDA de «desatar la revolución en España» por «encaramarse a los altos sitiales de la gobernación del país» [102]. Incluso Azaña, que había abogado por que la coalición de izquierdas encauzara a las fuerzas obreras por la vía del sufragio, tampoco se recató en culpar de «Octubre» a la política lerrouxista de «ensanchamiento de la base de la República» y a la CEDA, que lo había provocado «para tener ocasión de ensañarse y acabar con todas las organizaciones políticas que, más o menos, podían simpatizar con aquel movimiento» [103]. 

			El problema de este planteamiento es que sus aliados obreros no parecían tomar la amnistía como un nuevo comienzo lejos de la vía insurreccional. Con la consabida excepción besteirista, concebían la violencia como un método apropiado, según las circunstancias, y no se mostraban dispuestos a recoger el guante de los republicanos para reinventar «Octubre»como un movimiento en pro de una democracia amenazada. En su reaparición, el diario asturiano Avance fue rotundo: «El proletariado asturiano se alzó […] para derribar, en unión de sus hermanos de clase de toda España, al Gobierno capitalista y sustituirle por el Poder de los trabajadores. No para sustituir un Gobierno republicano por otro Gobierno republicano. Y quien diga lo contrario, no dice la verdad». Pretendía, así, desmentir a los republicanos, esos «tergiversadores democratoides» que falseaban los hechos al presentar «Octubre» como «una arrebatada declaración de amor a la República», algo que «hacía reír» a los obreros asturianos. Tal contraposición se mantendría toda la campaña, incluso cuajada ya la coalición electoral. Paradigmático fue lo sucedido en un mitin conjunto, republicano-socialista, en el Salón Stambul de Madrid (6 de febrero). Si en el primer turno, Francisco Blasco (UR) mantenía que fue un «alzamiento» en «defensa de la libertad y de la justicia», e incluso «de la ley», Álvarez del Vayo (PSOE) lo desmintió diciendo que «Octubre» debía interpretarse en términos de una «revolución integral de tipo socialista». En este sentido, anunció a sus aliados republicanos que ellos no querían «engañar a nadie» y que, cumplidos sus compromisos, su aspiración era una «nueva sociedad socialista» como la de la Unión Soviética. Caballero confirmó estos extremos en Salamanca (12 de febrero): si «Octubre» hubiera triunfado, «habríamos transformado la República democrática burguesa en una República socialista» [104].

			Así entendida, los republicanos no contemplaron que la amnistía, más que prenda de pacificación, era para sus socios una vendetta que multiplicaría la tensión política y agrandaría la brecha entre quienes habían luchado, frente a frente, en 1934. Los socialistas y sus aliados de la extrema izquierda no se conformaban con la anulación de las penas: deseaban el reconocimiento moral y material para los «héroes» de «Octubre», a la par que se castigaba a quienes habían defendido el orden constitucional. En un ejercicio de justicia invertida y como si la condición de víctimas alcanzase exclusivamente a sus militantes, El Socialista advertía que «de los estragos que se nos han causado en dos años de secuestro constitucional, y de los agravios que se nos han inferido […] tendrá que rendírsenos cuenta algún día. Queda sentada, de modo terminante, nuestra demanda, por si hay alguien que nos suponga dispuestos a zanjar por el sistema de borrón y cuenta nueva las deudas políticas —y de sangre— que están contraídas con nosotros». Los socialistas venían así «no a liquidar nuestras cuentas, sino a ajustar las de los demás». Lo confirmó Caballero en su mitin del Cinema Europa, que inauguró con un recuerdo a las víctimas de la «represión brutal de octubre» y con la promesa ante su auditorio no solo de «reivindicarlas», sino también de «vengarlas». Que no era cosa exclusiva de la izquierda del partido se observa en centristas como Jerónimo Bugeda, que anunció que el PSOE se reservaba «el derecho de juzgar la represión cruenta y bárbara». Jiménez de Asúa también pedía la amnistía en Albacete, al tiempo que glorificaba la insurrección: «¿Dónde estaríamos todos nosotros sin Octubre? Todos los socialistas, absolutamente todos, estamos plenamente solidarizados con el movimiento de octubre». No habría amnistía, sin embargo, para los dirigentes del Partido Radical implicados en casos de corrupción. En ello coincidió con Caballero, que en Linares (19 de enero) no dudó en afirmar tajante: «Nosotros a los que no vamos a amnistiar es a los del Estraperlo», un «delito vulgar». Y es que, en una novedosa jerarquización de los delitos, los socialistas otorgaban mayor gravedad a un soborno supuesto que a una insurrección armada. Diferenciaciones por el estilo continuó prodigándolas Caballero durante toda la campaña. En Salamanca clasificó las ilegalidades según los móviles, de modo que, mientras los insurrectos solo habían incurrido en «delitos políticos» por «sostener la revolución», los militares que los fusilaron habían cometido «asesinato». Vidarte elevó el tiro en Castuera (Badajoz): debían ser «castigados» no solo los militares o los guardias civiles «asesinos», sino «los culpables de ese Gobierno» [105]. 

			No podía ser extraño que declaraciones de este tipo contribuyeran a elevar a un máximum de dramatismo el tono de las elecciones. La amnistía se convertía así, para el órgano del Partido Obrero de Unificación Marxista (POUM) —nacido en septiembre de 1935 de la fusión de dos disidencias del PCE: el Bloque Obrero y Campesino de Joaquín Maurín, y los trotskistas de la Izquierda Comunista de España de Andrés Nin—, en una bandera política que diferenciaba a los contendientes. Porque la amnistía no significaba, para los «poumistas», la «pacificación de los espíritus» o el reingreso de las fuerzas obreras en la legalidad republicana, sino «reivindicar Octubre», ir contra los que la «ahogaron […] en sangre» y liberar «un ejército revolucionario de más de 30.000 soldados rojos —presos o emigrados— para reemprender la tarea empezada». Como anunciaba en un mitin en Barcelona Julián Gorkin: «Los republicanos dicen que no quieren el desquite; pero lo queremos nosotros. Lo quieren los muertos de Asturias y los encarcelados de todo el país». Así las cosas, no podía sorprender que el PCE acabara exigiendo abiertamente la detención y la prisión preventiva sin fianza como coautores a los ministros del Gobierno que sofocó la sublevación, de Gil-Robles y de los «autores materiales», como así calificaban al exgobernador general de Asturias, Ángel Velarde, y a los mandos del Ejército y de la Guardia Civil. La incautación de sus propiedades serviría, además, para reparar a las familias «de todas sus víctimas» [106].

			La definición y el carácter de la amnistía por los distintos componentes de la coalición de izquierdas coincidieron en el tiempo, a partir del 8 de enero, con una campaña de los periódicos de la izquierda obrera, secundada por algún medio republicano como El Heraldo, que se prodigó en relatos sobre la «represión de Octubre». Consistió en una apología diaria de la heroicidad de los alzados, acompañada de una execración global de la fuerza pública. Los ataques, que degeneraron en la provocación y el insulto, se dirigían a sabiendas de que a los militares y a los policías les estaba vedado legalmente entrar en controversia pública. Al igual que con el número de encarcelados, se multiplicó la cifra de víctimas mortales de la represión, que estos medios estimaron en 4.000 o 5.000, números que continuarían creciendo hasta la víspera de la jornada electoral. Ante este tipo de propaganda, el 11 de enero Portela dio instrucciones a la Fiscalía de la República para que actuase «contra todo ataque al Ejército, Guardia Civil o cualquier otro de los Institutos armados», y advirtió que instituiría la censura previa si los medios de izquierda no actuaban con mayor responsabilidad. En apoyo de esta postura, El Sol advertía que «el panorama que ofrece en España la Prensa de extrema izquierda no puede continuar […]. Las instituciones armadas del Estado […] no pueden estar a merced de cuatro plumas frenéticas que las injurien, las debiliten y las desmoralicen». Al final, en plena campaña electoral, el Gobierno no quiso censurar la prensa y no pudo evitar que los periódicos de izquierdas no cejaran en su empeño, aunque Portela apoyó al Fiscal y a los gobernadores cuando ordenaron la recogida de algunas ediciones de El Socialista, El Liberal de Bilbao o Mundo Obrero [107].

			EL PROGRAMA CRISTALIZA


			Una de las claves del acuerdo final de las izquierdas fue la reserva con que se mantuvieron las negociaciones para que no se airearan las notables discrepancias entre unos y otros. De forma paralela a la polémica por la composición del comité electoral, coleaba la que se derivaba del «programa obrero». Este documento, como se vio, había causado una impresión penosa en los dirigentes republicanos: Azaña, Martínez Barrio y Sánchez-Román pensaban que no sería posible una futura colaboración parlamentaria si los socialistas y sus aliados no renunciaban a él. No en vano, tras la citada reunión del 3 de enero en la que resolvieron no admitir más representación obrera que la socialista, afirmaron que para conseguir la coalición procederían «con claridad y lealtad absoluta», si bien pidieron que «cada uno se limite a cumplir su misión o su mandato; que nadie pida más de lo lógico y sensato […] y que no se regateen los sacrificios» [108]. No era una apelación huera. Azaña hubo de desmentir ante el Consejo Nacional de IR, el 4 de enero, los rumores sobre la ruptura de las conversaciones, o la salida del pacto de los grupos republicanos más centristas. Y es que no se atisbaba cómo podía cuajar una propuesta programática conjunta que los uniese a la izquierda obrera. Máxime cuando, al día siguiente, se conoció que sus vocales se negaban, más allá de la amnistía, a negociar la mayoría de los puntos insertos en el «programa obrero». Porque, como había previsto Prieto, la convergencia previa entre socialistas, comunistas y sindicalistas dificultaba las cosas sobremanera. El programa del «frente obrero» había dejado claro que los propósitos de estas fuerzas no pasaban ya por «el constitucionalismo ni el sistema parlamentario», sino, como reputaba Ahora, por «la dictadura del proletariado» [109].
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